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RESUMEN 

El objetivo de la investigación es realizar un análisis jurídico de la responsabilidad 

de la víctima a través de una concepción normativizada del tipo sobre la base de 

criterios dogmáticos de la teoría de la imputación objetiva en el delito de estafa en 

el Perú; para lo cual se realizó una investigación dogmática, transversal, 

descriptiva, explicativa, no experimental, careciendo de delimitación temporal y 

espacial del problema por el tipo de investigación realizada. La unidad de análisis 

estuvo constituida por la doctrina, jurisprudencia y normatividad. Se utilizaron 

como técnicas el fichaje y el análisis de contenido, utilizando como instrumentos 

de recolección de datos las fichas y ficha de análisis de contenido 

respectivamente. Entre los métodos empleados tenemos al exegético, 

hermenéutico y la argumentación jurídica. La investigación ha demostrado que si 

es posible establecer un medio objetivo para identificar cuando se está ante un 

supuesto de autopuesta en peligro en el delito de Estafa, con la consecuente 

imputación de responsabilidad a la víctima, esto es mediante un análisis de la 

doctrina y la jurisprudencia, en consecuencia el Derecho Penal debe erigirse como 

un sistema eminentemente jurídico en el que el juicio de imputación a la víctima 

solo podrá tener lugar a partir de un análisis normativo de deberes y no desde una 

perspectiva naturalística o puramente causalista. 

Palabras claves: Estafa, Imputación objetiva, Victima, Engaño, Error, Riesgo 

permitido, Principio de confianza, Acceso a la información, Autorresponsabilidad, 

Autoprotección, Responsabilidad de la víctima.  
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ABSTRACT 

The objective of the research is to conduct a legal analysis of the responsibility of 

the victim through a conception regulated type on the basis of a dogmatic theory 

of the allocation objective in the crime of fraud in Peru, for which it held a 

dogmatic research, cross-sectional, descriptive, explanatory, non-experimental, 

lack of delineation of spatial and temporal of the problem by the type of research 

conducted. The unit of analysis was constituted by the doctrine, jurisprudence and 

legislation. Were used as techniques of signing, and content analysis, using as 

instruments of data collection the tabs and tab content analysis respectively. 

Among the methods employed have of exegetical, hermeneutic and legal 

arguments. Research has shown that if it is possible to establish an objective 

method to identify when you are faced with a course of autopuesta in danger the 

crime of fraud, with the consequent imputation of responsibility to the victim, this 

is through an analysis of doctrine and jurisprudence, consequently, the Criminal 

Law should become a system that is eminently legal, that the judgment of 

imputation to the victim may only take place from a regulatory analysis of duties 

and not from a perspective of naturalistic or purely causalista. 

keywords: Scam, Objective imputation, Victim, Deception, Error, Risk allowed, 

Principle of trust, Access to information, Self-responsibility, Self-protection, 

Responsibility of the victim. 
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INTRODUCCIÓN 

La doctrina y la jurisprudencia nacional, como internacional, actualmente, 

reconocen unánimemente la posibilidad de atribuir responsabilidad a la víctima en 

el delito de Estafa en determinados supuestos. El argumento para proceder de 

dicha manera es que existen supuestos en los que es la misma victima las que 

posibilita la comisión del delito, por actuar negligentemente, incurriendo en error 

no a causa de la conducta fraudulenta del agente, sino, por su propio proceder. 

 La configuración típica de estos delitos - estafa y defraudaciones de orden 

patrimonial- es impensable sin el aporte que presta la propia víctima en el 

desarrollo del hecho delictivo, el cual se ve materializado finalmente con la 

disposición patrimonial perjudicial a favor del autor, por lo que a través del 

presente trabajo se busca a través de criterios dogmáticos de la imputación 

objetiva que le corresponde normativamente a cada actor, es decir determinar que 

le incumbe al autor y que a la víctima dentro de la relación económica, que 

permitan distinguir que actos son de competencia del autor y cuales son de 

incumbencia del disponente. Alejándose de las explicaciones de corte naturalistico 

que fundaban su esquema de atribución de responsabilidad en una operación 

meramente causal, como un fenómeno psicológico organizado por el agente, 

dirigido a motivar y manipular de acuerdo a sus intereses el ánimo de la víctima. 

El bien jurídicamente protegido por el delito de estafa genérica, según una 

concepción económico-jurídica, es el patrimonio, de manera específica, se protege 

la situación de disponibilidad que tienen las personas sobre sus bienes, derechos o 

cualquier otro objeto, siempre que tal situación tenga una protección jurídica de 

relevancia económica. 

https://www.monografias.com/trabajos16/configuraciones-productivas/configuraciones-productivas.shtml
https://www.monografias.com/Derecho/index.shtml
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La descripción típica permite inferir que se ha buscado ejemplificar las formas de 

fraude o mecanismos fraudulentos utilizados por el agente para lograr sus 

objetivos, así para no generar problemas de atipicidad de la conducta en razón de 

un eventual acucioso principio de legalidad, la cláusula "otra forma fraudulenta" 

engloba de manera residual los demás supuestos en los que no concurran el 

engaño, astucia o ardid, sea el artificio truco, embuste, argucia, infundio, etc. 

Respecto al engaño, se debe marcar que constituye la esencia del delito de estafa 

pero ello no implica que se confunda la estafa con el engaño como supone la 

teoría objetivo-subjetiva (algo parecido al mise en scène del Derecho Francés), 

por la exigencia de una "acción concluyente" (del Derecho Alemán) o despliegue 

externo de falsas apariencias, pues la medida del engaño se da en forma objetiva 

cuando se presenta una maniobra fraudulenta con aspecto de seriedad y realidad 

suficiente para defraudar a personas de mediana perspicacia y diligencia, 

completándose el proceso con un módulo subjetivo que determine la idoneidad 

del engaño en función de las condiciones personales del sujeto pasivo. El 

problema que presenta este sistema es que exigiendo una "maquinación", reduce y 

limita el engañoademás se descartaría la posibilidad de estafa por omisión 

(comisión por omisión) y en forma de juicio de valor. 

Considero que es la teoría de la imputación objetiva, la que de mejor forma 

aborda la relevancia jurídico penal del engaño, pues adquiere trascendencia el 

estudio del fin de protección de la norma en el delito, en concordancia con 

el carácter subsidiario de mínima intervención del Derecho Penal, en base a una 

protección fragmentaria de bienes jurídicos, por lo que no constituye fin del tipo 

de estafa evitar las lesiones patrimoniales fácilmente evitables por el titular del 

https://www.monografias.com/trabajos15/calidad-serv/calidad-serv.shtml#PLANT
https://www.monografias.com/trabajos901/legalidad-moralidad-escision-moderna/legalidad-moralidad-escision-moderna.shtml
https://www.monografias.com/trabajos56/apariencias/apariencias.shtml
https://www.monografias.com/trabajos14/administ-procesos/administ-procesos.shtml#PROCE
https://www.monografias.com/trabajos14/nuevmicro/nuevmicro.shtml
https://www.monografias.com/trabajos34/el-caracter/el-caracter.shtml
https://www.monografias.com/trabajos6/evde/evde.shtml
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patrimonio, que con una mínima diligencia, hubiera evitado el 

menoscabo, neutralizando el riesgo jurídicamente desaprobado generado con el 

engaño en base al "deber de autoprotección" que dependen de las pautas sociales 

en el caso concreto, y de las relaciones que existen entre el sujeto activo y el 

perjudicado (como la capacidad y acceso a las posibilidades de autoprotección, la 

existencia o no de una relación de confianza, su debilidad o fortaleza, etc). 

Así lo relevante no será el engaño, ni tampoco el engaño "bastante", sino el 

"engaño bastante para producir error en otro", el cual debe examinarse de acuerdo 

a filtros normativos de imputación objetiva. 

La doctrina moderna que considera al engaño como una lesión de un derecho a la 

verdad o infracción al "deber de veracidad" fijado en dos criterios: la posición de 

ambos sujetos y las conductas de los sujetos que reconoce  los deberes de 

fidelidad iniciales, no se libra de un juicio de imputación objetiva. 

Al no señalar de manera directa lo que se entiende por estafa, al menos 

conceptualmente, mayor es la tarea de realizar una interpretación a partir de los 

tipos para lograr una conceptualización del engaño, primer elemento del delito y 

el que reviste mayor complejidad en el análisis. Por emplear un método casuístico, 

el legislador del siglo XIX intenta que éste se obtenga a partir de los casos y 

fórmulas que desarrolla en la norma punitiva codificada. Vemos así que nuestro 

legislador, en las normas de los artículos 468 y 473, ha utilizado el vocablo en 

comento sin precisar su real naturaleza ni delimitación conceptual, cuestión del 

todo importante para entender su significación. Siguiendo al profesor Mario 

Garrido Montt, el engaño no es más que la falta a la verdad al expresar algo o 

ejecutarlo, a efectos de presentar la realidad con un aspecto diferenciado al que en 

https://www.monografias.com/trabajos13/ripa/ripa.shtml
https://www.monografias.com/trabajos/histoconcreto/histoconcreto.shtml
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verdad tiene o posee, consistiendo éste en una maquinación dirigida a aparentar la 

existencia de una cosa que no es real o hacerla aparecer con características o 

cualidades que no tiene u ocultando aquellas que efectivamente posee. Se hablaría 

en el último caso de disimulación, mientras que en el anterior, de simulación. Los 

profesores Matus, Ramírez y Politoff muestran una clasificación que nos parece 

correcta en torno a las formas posibles de engaño, diferenciado entre: Engaño 

basado en una simulación expresa, es decir, aparentando un hecho respaldándolo 

con una afirmación mendaz, expresis verbis; Engaño basado en actos 

concluyentes, esto es, aparentando un hecho y respaldándolo no necesariamente 

en afirmaciones mendaces, sino aun verdaderas, pero realizando conductas que 

lleven al engañado a un error y Engaño basado en la omisión de quien está en la 

obligación de declarar la verdad, ya que se mantiene a la víctima en el error. 

 El presente trabajo ha sido estructurado en cuatro capítulos. El Capítulo I, 

está referido al problema y la metodología de la investigación, en la cual 

siguiendo el diseño de la investigación científica se elaboró el planteamiento del 

problema, la formulación del problema, los objetivos, hipótesis y la metodología. 

El Capítulo II, está referido al marco Teórico de la Investigación, en el cual en 

base a la técnica del fichaje y análisis de contenido se elaboró el sustento teórico-

doctrinario de la investigación, para lo cual se tomó las principales teorías 

jurídicas para explicar el problema de la responsabilidad de la víctima como 

elemento de la imputación objetiva desde el ámbito del normativismo. El Capítulo 

III, está referido al trabajo de campo de la investigación, en la cual se procedió al 

recojo de información vinculante al tema y en base a las variables de 

investigación, los mismos que fueron luego analizados en base a la técnica del 
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análisis cualitativo. Finalmente, el capítulo IV, referido a la validación de la 

Hipótesis, el cual en base a los resultados obtenidos se procedió a realizar la 

discusión de los resultados en base al marco teórico y luego se procedió a 

determinar los fundamentos que justifican la validez de las hipótesis. 

 

 

 

EL TITULANDO. 
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CAPÍTULO I 

EL PROBLEMA Y LA METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 

1.1. Descripción del problema  

La doctrina y la jurisprudencia nacional, así como sucede en el Derecho 

comparado, actualmente, reconocen la posibilidad de atribuir responsabilidad a la 

víctima en el delito de Estafa en determinados supuestos. Lo cual, se realiza bajo 

el argumento de que existen supuestos en los que es la misma victima las que 

posibilita la comisión del delito, por actuar negligentemente, incurriendo en error 

no a causa de la conducta fraudulenta del agente, sino, por su propio proceder.  

 Así, por ejemplo, en la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de 

Justicia de la República, en la R.N. 3115-2007, Lambayeque, de fecha 11 de 

marzo de 2010, ha señalado:  

En primer lugar, es de establecer que, por regla general, la actividad del 

agente debe comprometer una conducta activa y positiva -lo que no excluye 

a la conducta omisiva- que genere el estado de error que finalmente 

determine la voluntad -por cierto, viciada- del agraviado de efectuar 

concesión patrimonial; ello se colige de los medios descritos en la norma 

prohibitiva “engaño”, “astucia”, “ardid”; en ese entendido, no podría 

comprenderse como objeto de protección penal, el aprovechamiento del 

agente de algún error en el que, sin su culpa, incurrió la víctima. 

 Luego, continúa:  

Sin embargo, para los fines públicos de punición, la doctrina penal 

autorizada ha dejado por sentado la necesidad de que el engaño revista de 

cierta trascendencia objetiva para producir el error causal en la víctima -
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principio de idoneidad-. Es así que Conde Pumpido destaca que el engaño 

penal ha de revestir características propias que lo distingan de una simple 

mentira, pues considera al engaño como “la maniobra fraudulenta que lleva 

a cabo el autor, que, sin dudas, revela mayor peligrosidad dado que supone 

la existencia de premeditación y preordenación de medios” (Conde-

Pumpido Ferreiro. Estafas. Tirant lo Blanch. Valencia, p. cuarenta y ocho). 

En la misma línea Serrano Gómez refiere que “hay un límite de engaño 

socialmente permitido, y solo cuando se sobrepasa ese límite entrará en 

juego el Derecho Penal, no pudiendo hacerlo antes por el principio de 

intervención mínima: no todo engaño es protegido por el Derecho Penal” 

(Serrano Gómez, Alfonso. Derecho Penal. Parte especial. Dykinson, 

Madrid, p. trescientos cuarenta y seis).  

 El desarrollo de este tema, pese a la incidencia del delito de estafa, es escaso 

tanto en la doctrina como en la jurisprudencia. Lo mismo ocurre en los casos en 

los que es posible identificar responsabilidad de la víctima en su comisión. Este 

aspecto ha sido un factor en la elección del problema de investigación.  

 Este aspecto puede llegar a alterar la normal protección que el Estado debe 

con la población respecto al bien jurídico del patrimonio, pues, ya que el hecho 

está sujeto a una interpretación subjetiva, podría ser carta abierta para que las 

denuncias por este delito sean fácilmente archivadas; dejando en desprotección a 

las víctimas. Ya que, no se tiene desarrollo sobre cuáles serían los fundamentos 

jurídicos penales para justificar la responsabilidad de la víctima como elemento de 

la imputación objetiva en el Delito de Estafa en la Legislación Penal Peruana. 
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 La solución al problema, que es precisamente, lo que se buscará definir con 

la presente investigación, corresponde establecer cuáles son los fundamentos 

jurídicos penales para justificar la responsabilidad de la víctima como elemento de 

la imputación objetiva desde el ámbito del normativismo en el Delito de Estafa en 

el Perú, de modo que se cuente con un mecanismo que posibilite la adecuada y 

objetiva evaluación de los actos de intervención de la víctima en el delito de 

estafa. 

  

1.2. Formulación del problema  

1.2.1. Problema general  

¿Cuáles son los fundamentos jurídicos penales para justificar la responsabilidad 

de la víctima como elemento de la imputación objetiva desde el ámbito del 

normativismo en el Delito de Estafa en el Perú? 

1.2.2. Problemas específicos  

1) ¿Cuál es el tratamiento actual que asigna la doctrina y la jurisprudencia 

nacional a la responsabilidad de la víctima en el delito de Estafa? 

2) ¿Cuáles son los fundamentos jurídicos penales que pueden justificar 

objetivamente la responsabilidad de la víctima como un elemento de la 

imputación objetiva desde el ámbito del normativismo en el Delito de 

Estafa en el Perú? 

 

1.3. Importancia del problema  

En la administración de justicia, ya sea en el ámbito penal o civil, se aspira a que 

toda sustanciación de un proceso y la emisión de sus pronunciamientos se realicen 
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con la mayor objetividad posible. Así, la ley establece acciones que están 

destinadas a optimizar la objetividad en el proceso; por ejemplo, las abstenciones 

o recusaciones. El sustento de tales mecanismos consiste en que la administración 

de justicia es impartida por el hombre, quien puede incurrir en valoraciones 

subjetivas, es decir, movidas por motivaciones extraprocesales. 

 En materia penal este principio cobra mayor importancia en la medida en 

que aquí el proceso posee la entidad de privar o recortar derechos. Por ello la 

objetividad cobra un rol trascendental para el saneamiento procesal. Asimismo, 

más allá de las exigencias de la proscripción de motivaciones personales en la 

sustanciación de un proceso, se exige que todo pronunciamiento que se emita, 

obedezca solo a valoraciones que tengan cierta materialidad. 

 Ahora bien, si nos referimos específicamente al acto de tipificar presuntas 

conductas delictivas en un determinado tipo penal, ya sea para iniciar una 

investigación preparatoria o formular una acusación, se espera que el 

razonamiento que realiza el titular de la acción penal obedezca a una constatación 

fáctica de los elementos que el tipo penal en cuestión exige. No puede existir 

argumentos forzados que inclinen en favor o en contra el pronunciamiento, sin 

que existe cierta materialidad en ellos. Es decir, que sean concebidos con base a 

algún elemento probatorio.  

  Es en este contexto en el que resulta necesario contar con un análisis que 

establezca un medio objetivo para identificar cuando se está ante un supuesto de 

autopuesta en peligro en el delito de Estafa, con la consecuente imputación de 

responsabilidad a la víctima, de modo que no se permita una desprotección a las 

víctimas del delito de estafa, justificándose la negación de la acción penal publica 
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(mediante archivos de investigación en sede fiscal, o sobreseimientos en sede 

judicial) con base a exigencias subjetivas, al no existir un medio objetivo ni un 

sustento jurídico penal para establecer tales supuestos. 

 En efecto, contar con un medio que permita el análisis de estos 

componentes, posibilitaría una mejor evaluación de los pronunciamientos de los 

órganos jurisdiccionales o del Ministerio Publico en realización al delito de estafa, 

cuando hayan dispuesto, por ejemplo, el archivo de la investigación preliminar 

afirmando que existe responsabilidad en la propia víctima. Ello, debido a que el 

razonamiento y el resultado se vuelve contrastable. Con ello, se deja poco espacio 

para que dichos pronunciamientos sean emitidos con base a cuestiones meramente 

subjetivas. 

 

1.4. Justificación y viabilidad 

1.4.1. Justificación teórica 

El presente problema tiene un desarrollo teórico doctrinario sustentando en la 

dogmática de carácter normativista y la Teoría de la Imputación Objetiva, las 

mismas que justificaron la investigación y permitió desarrollar el marco teórico y 

la discusión. 

1.4.2. Justificación práctica  

Se buscó establecer un medio objetivo para identificar cuando se está ante un 

supuesto de imputación de responsabilidad de la víctima en el delito de estafa, 

haciendo un análisis de la doctrina y la jurisprudencia; ampliando así, los 

conocimientos que existen a la fecha sobre el tema; lo que, en la práctica, 

mejoraría la aplicación de la norma en casos jurídicos reales. 
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1.4.3. Justificación legal  

 Constitución Política del Perú 

 Ley Universitaria N.º 30220 

 Estatuto de la UNASAM 

 Reglamento General de la UNASAM  

 Reglamento de Grados y título de la FDCCPP- UNASAM  

1.4.4. Justificación metodológica 

Se aplicó la metodología de la investigación jurídica en cuanto al tipo y diseño de 

investigación, siguiendo sus orientaciones metodológicas tanto en la planificación, 

ejecución y control de la investigación jurídica. 

1.4.5. Justificación técnica 

Se contó con el soporte técnico, habiendo previsto un equipo de cómputo, disco 

duro externo, USB, impresora, servicio de internet, materiales de escritorio, libros, 

cuadernos de notas, scanner, y el software respectivo Office 2013. 

1.4.6. Viabilidad 

 Bibliográfica:  

Se cuenta con acceso a fuentes de información tanto bibliográficas y 

hemerográficas, así como virtuales. 

 Económica:  

Se contó con los recursos económicos para poder afrontar los gastos 

que genere la investigación, los mismos que están detallados en el 

presupuesto; los cuales fueron autofinanciados por el responsable de 

la investigación.  
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 Temporal: 

La investigación se ejecutó durante los años 2017-2018, periodo en 

el cual se recogió la información en base a las variables de estudio. 

 

1.5. Formulación de objetivos 

1.5.1. Objetivo general  

Identificar los fundamentos jurídicos penales para justificar la responsabilidad de 

la víctima como elemento de la imputación objetiva desde el ámbito del 

normativismo en el Delito de Estafa en el Perú. 

1.5.2. Objetivos específicos  

1) Analizar el tratamiento actual que asigna la doctrina y la 

jurisprudencia nacional a la responsabilidad de la víctima en el delito 

de Estafa. 

2) Identificar los fundamentos jurídicos penales que pueden justificar 

objetivamente la responsabilidad de la víctima como un elemento de 

la imputación objetiva desde el ámbito del normativismo en el Delito 

de Estafa en el Perú.  

 

1.6. Formulación de hipótesis 

1.6.1. Hipótesis general 

Solo a través de un proceso de evaluación del presunto evento delictivo, que se 

disponga expresamente para los delitos de estafa, puede asegurar que la 
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calificación del mismo se realice objetivamente. Este proceso se constituiría por la 

evaluación de: 

a) inexistencia de actos de control de la víctima;  

b) idoneidad y suficiencia del engaño. 

1.6.2. Hipótesis especifica 

1) Dado que el primer objetivo es eminentemente descriptivo no se formuló 

al respecto hipótesis alguna. 

2) El fundamento jurídico penal que pueden justificar la responsabilidad de la 

víctima como elemento de la imputación objetiva desde el ámbito del 

normativismo en el Delito de Estafa en el Perú, se constituiría por la 

objetivización previa de un proceso de análisis del hecho presuntamente 

delictivo en el que se verifiquen los siguientes elementos: 

a) inexistencia de actos de control de la víctima;  

b) idoneidad y suficiencia del engaño. 

 

1.7. Variables 

1.7.1. Variable independiente 

Teoría de la Imputación Objetiva desde el ámbito del normativismo 

1.7.2. Variable dependiente 

Responsabilidad de la víctima en el delito de Estafa 
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1.8. Metodología 

1.8.1. Tipo y diseño de investigación 

a) Tipo de investigación: Correspondió a una investigación jurídica 

dogmática, teórica-normativa, cuya finalidad fue profundizar y 

ampliar los conocimientos que presenta el problema de la 

responsabilidad de la víctima en el Delito de Estafa en el Perú y los 

argumentos para establecer un medio objetivo para identificar 

cuando se está ante un supuesto de autopuesta en peligro en el delito 

de Estafa, con la consecuente imputación de responsabilidad a la 

víctima, justificados en base a los fundamentos, dogmáticos de 

carácter normativista, teoría de la imputación objetiva y penales 

sobre las variables de estudio. 

b) Tipo de diseño: Correspondió a la denominada No Experimental, 

debido a que careció de manipulación la variable independiente, 

además no posee grupo de control, ni tampoco experimental; su 

finalidad fue analizar el hecho jurídico identificado en el problema 

después de su ocurrencia. 

c) Diseño General: el diseño transversal, toda vez que se realizará el 

estudio del hecho jurídico en un momento determinado de tiempo, 

periodo del 2018.  

d) Diseño específico: Se empleó el diseño descriptivo-explicativo, 

toda vez que se estudió los factores que generan situaciones 

problemáticas sobre el análisis jurídico y social de la responsabilidad 

de la víctima en el Delito de Estafa en el Perú y los argumentos para 
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establecer un medio objetivo para identificar cuando se está ante un 

supuesto de autopuesta en peligro en el delito de Estafa, con la 

consecuente imputación de responsabilidad a la víctima en la 

legislación nacional. 

1.8.2. Plan de recolección de la información y/o diseño estadístico 

1.8.2.1. Población 

 Universo Físico: Careció de delimitación física o geográfica, ya que 

estuvo constituida por el ámbito mundial y nacional en general. 

 Universo Social: La población materia de estudio se circunscribe a 

la dogmática penal y la jurisprudencia penal. 

 Universo temporal: Corresponde al 2018. 

1.8.2.2. Muestra 

 Tipo: No Probabilística 

 Técnica muestral: Intencional  

 Marco muestral: Doctrina y jurisprudencia penal. 

 Unidad de análisis: Documentos (Doctrina y Jurisprudencias).  

1.8.3. Instrumentos de recolección de la información 

1. Ficha de análisis de contenido. Para el análisis de los documentos y 

determinar sus fundamentos y posiciones en la jurisprudencia. 

2. Documentales. Ello referido a textos bibliográficos y hemerográficos 

para recopilar información sobre la doctrina penal sobre el populismo 

penal. 
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3. Electrónicos. La información que se recabó de las distintas páginas 

web, que se ofertan en el ciberespacio, sobre el problema de 

investigación.  

4. Fichas de Información Jurídica. Es un criterio de recolectar la 

información, a fin de almacenarla y procesarla adecuadamente en el 

momento oportuno, empleándose las fichas textuales, resumen y 

comentario.  

1.8.4. Plan de procesamiento y análisis de la información 

Para el cumplimiento del plan de recojo de la información se emplearon los 

siguientes instrumentos de recolección de datos: 

 Para las fuentes bibliográficas, hemerográficas y virtuales se utilizó las 

fichas bibliografías, literales, resumen y comentario. Para la jurisprudencia se 

empleó la ficha de análisis de contenido, los que nos permitirán recoger datos para 

la construcción del marco teórico y la discusión, y de esa forma validar la 

hipótesis planteada. 

 Para la obtención de datos de la presente investigación se realizó a través del 

método cualitativo, lo que permitió recoger información para su valoración y 

análisis sobre el problema planteado. Es por esta razón que la presente 

investigación no persiguió la generalización estadística sino la aprehensión de 

particularidades y significados del problema. 

 Para el estudio de la normatividad se realizó a través de los métodos 

exegético y hermenéutico, para tener una visión sistemática del problema de 

estudio. El recojo de información del trabajo de campo se realizó a través de las 
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fichas de análisis de contenido, los que nos permitió recoger datos para la 

construcción del marco teórico y la discusión, y de esa forma validar la hipótesis. 

1.8.5. Técnica de análisis de datos y/o información  

Se empleó la técnica del análisis cualitativo, toda vez que en la investigación 

jurídica dogmática no admiten las valoraciones cuantitativas, el análisis de datos 

debe concretarse a la descomposición de la información en sus partes o elementos, 

tratando de hallar la repetición de lo idéntico y las relaciones de causalidad, a fin 

de describir y revelar las características esenciales del hecho o fenómeno. Esto es 

lo que se denomina como análisis cualitativo.  

 Robles, señala que “Donde un dato cualitativo es definido como un “no 

cuantitativo”, es decir, que no puede ser expresado como número, estos datos son 

difícilmente medibles, no traducibles a términos matemáticos y no sujetos a la 

inferencia estadística” (2014, pág. 74).  

 Para el tratamiento de los datos se realizó el análisis confirmatorio para 

verificar las hipótesis formuladas, sobre la recopilación bibliográfica que se 

recolecto de la bibliografía nacional y extranjera; entre libros, revistas, manuales y 

publicaciones procedentes del ingreso a Bibliotecas de algunas de las principales 

Universidades del país, así como la adquisición de los mismos por el investigador 

en las librerías existentes. Se revisó las páginas web de Internet que tengan 

material útil, las que se registrará en las respectivas fichas. 

 Los criterios empleados en el presente proceso de investigación fueron: 

 Identificación del lugar donde se buscó la información.  

 Identificación y registro de las fuentes de información.  

 Recojo de información en función a los objetivos y variables.  
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 Análisis y evaluación de la información.  

1.8.6. Validación de la hipótesis 

Tratándose de un estudio cualitativo, el método para la validación de la hipótesis y 

logro de objetivos será mediante la argumentación jurídica.  

 La argumentación jurídica es la forma organizada de demostrar 

lógicamente, y por medio de un razonamiento formulado con el propósito de 

conseguir la aceptación o rechazo de una tesis o teoría determinada. La aceptación 

o rechazo de esa tesis dependerá de la eficacia o ineficacia de la argumentación 

que le sirve de apoyo. Lo que es un razonamiento lógico. 

 Asimismo, para efectos de la validación de la hipótesis, se analizará y 

comparará el resultado con los pronunciamientos emitidos por cortes supremas del 

país y la región; es decir, se hará uso del derecho comparado. Verificando que el 

resultado sea compatible con dichos pronunciamientos, asimismo, que se 

encuentre en compatibilidad con la Constitución. 

 Al respecto, Ramos, señala que:  

Es menester señalar que debemos tener presente que en este tipo de 

investigaciones no podemos probar que una hipótesis sea verdadera o falsa, 

sino más bien argumentar que fue apoyada o no de acuerdo con ciertos datos 

obtenidos en el estudio (…) no se acepta una hipótesis mediante la 

elaboración de una tesis, sino que se aporta evidencias a favor o en contra de 

esa hipótesis (…)” (2011, pág. 129).  

 Por lo tanto, la validez no busca reproducir criterios para lograr la verdad 

última sobre los fenómenos. Tampoco, se orienta a establecer la congruencia o 

correspondencia entre las descripciones, interpretaciones o representaciones del 
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investigador (teorías, hipótesis) y las del investigado. La validez busca dar cuenta 

de los procedimientos efectuados para demostrar ¿cómo se llegó? En definitiva, 

cómo y bajo qué procedimientos podemos llegar a establecer la objetivación, o 

esas verdades provisionales.  
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

1.1. Antecedentes 

2.1.1. Investigaciones Internacionales 

Entre las investigaciones vinculados al tema de la presente investigación que se 

han desarrollado en el ámbito internacional, se pueden señalar los siguientes: 

1) La tesis “El engaño en el delito de estafa” (2016), elaborado por Felipe 

Ariel Martínez Cortés, para obtener el grado de licenciado ante la Facultad 

de derecho del Departamento de Ciencias Penales de la Universidad de 

Chile. 

Esta investigación, concluye que: “(…) desde el punto de vista de la 

imputación objetiva, el engaño se observa desde dos perspectivas. En primer 

lugar, la actitud de la víctima frente al engaño y, en segundo lugar, el fin de 

protección de la norma. Entonces, bajo el punto de vista del fin de 

protección de la norma penal, la negligencia del sujeto no se considera 

dentro del ámbito de protección de la norma, de acuerdo al principio de 

última ratio del Derecho penal”. 

2) La tesis “La estafa en triángulo: análisis de sus elementos esenciales, la 

problemática en cuanto su tipificación en la legislación sustantiva penal en 

ecuador y los efectos que de esta se derivan”, elaborado por Karina 

Elizabeth Gómez Andrade, para optar el grado el título de abogado ante la 

Universidad de las Américas de la República del Ecuador.  

Esta investigación, concluye que: “(…) puede observarse, el asunto de la 

estafa en triángulo, no carece de importancia, si no por el contrario, a la 



21 

 

postre se debe dilucidar las no pocas interrogantes que se presentan en torno 

a este tema, pasando por analizar y determinar si en el ordenamiento penal 

está o no tipificada y prevista la estafa triangulada como una infracción 

penal y por ende con una sanción contemplada para quien cometiera tal 

injusto, claro teniendo en cuenta la Constitución, ley penal, los tratados 

internacionales y los principios generales del derecho; siguiendo, con el 

estudio y establecimiento de los elementos que deben concurrir para aceptar 

la configuración del tipo penal en cuestión. No es, por tanto, injustificada la 

necesidad de protección correcta que el derecho penal debe dar en el caso de 

esta figura, para que aquellos supuestos en los que el desvalor, tanto de la 

conducta realizada, como del resultado dañoso que se produzca, tengan un 

especial análisis que sea acertado, para que así, estos casos que en la 

práctica se dan con mucha frecuencia, no queden fuera de la protección 

legal apropiada por parte del derecho penal”. 

3) La tesis “‘Engaño’ y Silencio, Bases para un tratamiento unitario de la 

comisión activa y omisiva del delito de estafa”, elaborado por Cristóbal 

Izquierdo Sánchez, para obtener el grado de Doctor en Derecho ante la 

Universidad Ponpeu Fabra de Barcelona. 

 En la que se concluyó entre otras cosas:  

4. El estudio sobre las consecuencias del principio de autorresponsabilidad 

en la estafa sienta una importante base para un tratamiento unitario de la 

comisión activa y omisiva de este delito. La noción de incumbencia —como 

referencia a la exigencia de auto-protección que pesa sobre los ciudadanos 

en cuanto víctimas potenciales de delitos— y los efectos vinculados con su 
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incumplimiento, pueden ser aplicadas de modo unitario a la comisión activa 

y omisiva de estafa. 

4.1. Ante víctimas de estafa que han incumplido su incumbencia de auto-

protección la investigación propone aplicar soluciones diversificadas que no 

se limiten a negar la tutela penal para el incumplidor. Las consecuencias que 

la infracción de esta incumbencia genera pueden ir desde: a) la atipicidad 

del comportamiento del autor potencial que utiliza activa u omisivamente un 

“engaño” ante un disponente desorientado por infringir su auto-protección 

de tal manera que competa a este último preferentemente el “engaño” que le 

afecta; b) la tipicidad del comportamiento de quien utiliza activa u 

omisivamente un “engaño” en circunstancias tales que la infracción de la 

auto-protección del engañado no permita sostener que el “engaño” compete 

preferentemente a la propia víctima, pero sí rompe el nexo de imputación 

entre el “perjuicio patrimonial” (si sobreviniera) y el comportamiento del 

autor (tentativa de estafa); c) es también posible que la infracción de la 

incumbencia justifique una rebaja de la pena para el autor (atenuante 

analógica del art. 21. 7ª CP España), en atención a la disminución del 

desvalor de resultado del injusto penal de la estafa; finalmente, d) cabe 

pensar en casos en los que el incumplimiento de la autoprotección de la 

víctima no justifique ni siquiera la disminución de penal en virtud de una 

atenuante analógica. 

4.2. En ámbitos técnica y regulatoriamente complejos, la incumbencia de 

propia orientación exige al ciudadano conseguir el asesoramiento de 

expertos que, por su parte, podrán quedar constituidos como garantes 
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sometidos a deberes de veracidad en favor del inexperto. Si el ciudadano 

incumpliera esta incumbencia e interviniera en ámbitos sectoriales 

complejos, bien podría desarrollar comportamientos delictivos en calidad de 

autor v.gr. un delito de estafa. Dado que la incumbencia le exige conseguir 

asesoramiento profesional, si el desorientado la incumpliera y realizara 

comportamientos delictivos por desconocimiento de las normas que regulan 

el sector en el que interviene, no podría alegar un error de prohibición en su 

defensa. Por otra parte, el ciudadano que incumpliendo su incumbencia no 

buscara la ayuda de algún experto puede verse desorientado en el plano 

informativo-patrimonial ahora como víctima potencial de una estafa. A esta 

clase de víctimas potenciales de estafa que han incumplido su incumbencia 

de autoprotección se deben aplicar las soluciones diversificadas que se han 

resumido en 4.1. 

2.1.2. Investigaciones Nacionales 

En el ámbito nacional, es posible encontrar algunas investigaciones que se 

encuentran vinculadas al problema de la presente investigación:  

1) La tesis “El delito de estafa y el incumplimiento contractual con dolo 

antecedens de la parte promotora en la venta de bienes inmuebles futuros, 

año 2016, Lima”, elaborado por Walter Edison Antachoque Velásquez, para 

optar el grado de abogado ante la Universidad Norbert Wiener. 

En esta investigación, en cuanto interesa al presente proyecto, se realiza un 

análisis comparativo de la legislación nacional con el Derecho Español, en 

la búsqueda de aportes para la optimización de la muestra. Ello, con la 

finalidad de tutelar a posibles víctimas en la celebración de contratos de 
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compraventa de bienes inmuebles futuros. Asimismo, se realiza un análisis 

de la estructura del delito de Estafa en su forma de contrato criminalizado 

2.2. Bases teóricas 

2.2.1. El delito de Estafa 

2.2.1.1. Antecedentes Históricos 

Carrara y Roy Freire citado por Paredes, sostienen que:  

Numerosos autores citan el crimen stellionatus como el precedente romano 

de lo que modernamente se conoce como defraudación, o más 

concretamente como estafa. CARRARA enseña que el estelion o 

salamandra, animal de colores indefinibles, pues varían ante los rayos del 

sol, sugería a los romanos el nombre de estelionato como título de delito, 

aplicable a todos los hechos cometidos en perjuicio de la propiedad ajena, 

hechos que no constituyen ni verdadero hurto, ni verdadero abuso de 

confianza ni verdadera falsedad, pero que participan del hurto, porque 

atacan injustamente la propiedad ajena; del abuso de confianza, porque se 

abusó de la buena fe de otros; y de la falsedad, porque a ella se llega 

mediante engaños y mentiras.  (2000, págs. 209-210) 

 Salinas menciona:  

Igualmente se tiene aceptado que fue el Código Penal español de 1822 el 

que utilizo por primera vez el rotulo de estafa para denominar a las 

conductas por las cuales el autor, por medio del engaño o cualquier otro acto 

fraudulento, hace que la víctima le entregue en forma voluntaria parte o el 

total de su patrimonio. (2010, pág. 275).  
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 Peña Cabrera citado por Paredes (2000, pág. 210) indica: “La estafa se 

enlaza etimológicamente con la "staffa" italiana (pedal o estribo). Quintano 

Ripolles no descarta, empero, un origen erudito y helenístico vista la significación 

del sustantivo, designándolo literalmente "rodeo" en el sentido figurado astucia”. 

 Asimismo, Paredes señala que:  

La fuente generada de la vastedad reposa en el Código Francés, y reproduce 

en el Código Austriaco, en su parágrafo 197, pasando al 27 del Código 

alemán (derogado) y al artículo 148 del suizo; por ello la versión alemana de 

estafa o "Betrug" da forma notable a la regla jurídica: el propósito de lograr 

para sí o para otro un provecho patrimonial antijurídico en perjuicio del 

patrimonio ajeno y mediante engaño o aprovechamiento de error; estructura 

sincrética de los tres códigos penales aludidos que precisamente llegan a las 

playas latinoamericanas. (2000, pág. 210) 

 Como antecedente legislativo del delito de estafa en el Perú, era el artículo 

244° del Código Penal de 1924, donde establecía lo siguiente:  

“El que, con nombre supuesto, calidad simulada, falsos títulos, influencia 

mentida, abuso de confianza o aparentando bienes, crédito, comisión, 

empresa o negociación, o valiéndose de cualquier otro artificio, Astucia o 

engaño, se procure o procure a otro un provecho ilícito con perjuicio de 

tercero, será reprimido con penitenciaria o prisión no mayor de seis años ni 

menor de un mes”.  

El Código Penal lo regula en el artículo 196° de la siguiente manera: 

“El que procura para sí o para otro un provecho ilícito en perjuicio de 

tercero, induciendo o manteniendo en error al agraviado mediante engaño, 
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astucia, ardid u otra forma fraudulenta, será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de uno ni mayor de seis años”.  

 

2.2.1.2. Definiciones de estafa en la doctrina 

Paredes define:  

El Delito de Estafa, es el uso de artificio o engaño, a fin de procurar para sí 

o para terceros un provecho patrimonial en perjuicio ajeno”. Sigue el mismo 

autor (pág. 211): (…) en la estafa hay una conducta engañosa, con ánimo de 

lucro, propio o ajeno que, determinando un error en una o varias personas, 

les induce a realizar un acto de disposición consecuente del cual es un 

perjuicio en su patrimonio o en el de tercero. (2000, pág. 210) 

 Soler citado por Peña Cabrera, sostiene en el delito de estafa que:  

El verbo defraudar empleado en sentido propio y común de los delitos 

contra el patrimonio, hace referencia a un perjuicio de naturaleza 

patrimonial logrado por medios fraudulentos, especialmente, por medios 

que actúen sobre la voluntad de un sujeto, determinando una resolución 

tomada libremente, pero encontrándose aquel en error acerca del significado 

de lo que decide. (2017, pág. 313) 

 Para Balestra citado por Paredes, señala que: 

El concepto de la estafa estructura, pues, con un ataque a la propiedad, 

consiste en una disposición de carácter patrimonial perjudicial, viciada en su 

motivación por un error que provoca el ardid o el engaño del sujeto activo 

que persigue un logro de un beneficio indebido para sí o para un tercero. 

(2000, pág. 210) 
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 El código Penal Español, en su Art. 248.1, refiere “Cometen estafa los que, 

con animus de lucro, utilizan engaño bastante para producir error en otro, 

induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno". 

2.2.1.3. Tipicidad objetiva 

Salinas señala que:  

La configuración de la estafa requiere la secuencia sucesiva de sus 

elementos o componentes; esto es, requiere primero el uso del engaño por 

parte del agente, acto seguido se exige que el engaño haya inducido o 

servido para mantener en error a la víctima y, como consecuencia de este 

hecho, la victima voluntariamente y en su perjuicio se desprenda del total o 

parte de su patrimonio y lo entregue al agente en su propio beneficio 

ilegitimo o de tercero. En concreto, la figura de estafa no es la suma de 

aquellos componentes, sino exige un nexo causal sucesivo entre ellos, 

comúnmente denominado relación de causalidad ideal o motivación. Si en 

determinada conducta no se verifica la secuencia sucesiva de aquellos 

elementos, el injusto penal de estafa no aparece. Aquí no funciona el dicho 

matemático: el orden de los sumandos no altera la suma. Si se altera el 

orden sucesivo de sus elementos, la estafa no se configura. (2010, pág. 276). 

 La Corte Suprema con Ejecutoria de fecha 6 de mayo de 1998, expediente 

N° 524-98-Lima, ha precisado que “el delito de estafa consiste en el empleo de 

artificio o engaño a fin de procurar para sí o tercero un provecho patrimonial en 

perjuicio ajeno, requiriendo para su configuración de ciertos elementos 

constitutivos tales como: el engaño, error, disposición patrimonial y provecho 

ilícito, los mismos que deben existir en toda conducta prevista en el artículo 196 
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del Código Penal. Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño 

bastante para producir error en otro, induciéndolo a realizar un acto de disposición 

en perjuicio propio o ajeno. 

2.2.1.3.1. Elementos objetivos de la estafa 

Salinas advierte que: 

Que el injusto penal de estafan tiene componentes o elementos particulares 

que deben aparecer secuencialmente en la conducta desarrollada por el 

agente. El orden es el siguiente: 1. Engaño, astucia, ardid u otra forma 

fraudulenta; 2. Inducción a error o mantener en él; 3. Perjuicio por 

disposición patrimonial; 4. Obtención de provecho indebido para sí o para 

un tercero.  

Estos elementos deben concurrir secuencialmente, de modo que el engaño 

idóneo y eficaz precedente o concurrente a la defraudación, maliciosamente 

provocado por el agente del delito y proyectado sobre la víctima, que puede 

consistir en usar nombre fingido, atribuirse poder, influencia o cualidades 

supuestas, aparentar bienes, créditos, comisión, saldo en cuenta corriente, 

empresa, negociaciones imaginarias o cualquier otro engaño semejante, 

debe provocar un error en el sujeto pasivo, viciando su voluntad, cimentada 

sobre la base de dar por ciertos los hechos mendaces, simulados por el 

agente del delito. Todo ello provoca el asentimiento a un desprendimiento 

patrimonial que se materializa con el desplazamiento de los bienes o 

intereses económicos de parte de la víctima, sufriendo así una disminución 

de sus bienes, perjuicio o lesión de sus intereses económicos. Pasando 
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aquellos bienes intereses al patrimonio del agente o a poder de un tercero, 

quienes se aprovechan o enriquecen indebidamente. (2010, pág. 278). 

A. Engaño, astucia, ardid u otra forma fraudulenta 

Salinas señala que: El primer elemento que se verifica en una conducta catalogada 

de estafa lo constituye el uso del engaño, astucia, ardid u otra forma fraudulenta 

por parte de su autor o sujeto activo (…). (2010, pág. 280). Siguiendo con el 

autor, se señala que: “[e]l legislador de la Madre Patria a este mecanismo 

fraudulento lo identifica como “engaño bastante”, tal como se advierte de la 

lectura del tipo penal de estafa previsto en el Código Penal español (…). (2010, 

pág. 280). 

 Así por ejemplo en la Legislación Nacional mediante Ejecutoria Suprema de 

fecha 12 de junio del 2003, expediente N° 2166-2001 ha señalado que: “Para la 

consumación del delito de estafa debe mediar necesariamente, siempre, la 

artimaña, el arbitrio falso y el encubrimiento de la verdad”. 

 Nuestra Norma Penal, en su artículo 196, hace referencia a tres términos: la 

astucia, el ardid y otras formas fraudulentas. Salinas (2010, pág. 281) lo describe 

de la siguiente manera: 

 La astucia es la simulación de una conducta, situación o cosa, 

fingiendo o imitando lo que no se es, lo que no existe o lo que se 

tiene con el objeto de hacer caer en error a otra persona. El uso de 

nombre supuesto o el abuso de confianza son formas en los cuales 

el agente actúa con astucia. 

 El ardid es el medio o mecanismo empleado hábil y mafiosamente 

para lograr que una persona caiga en error. 
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 Otras formas fraudulentas pueden ser por ejemplo el artificio, el 

truco, el embuste, la argucia, etc. El artificio es la deformación 

mañosa de la verdad con el fin de hacer caer en error de 

apreciación a otra persona que observa la materialidad externa y 

aparente de una realidad. En el artificio va incluida la idea de 

engaño, pero también la del arte puesto en juego para que el 

engaño triunfe, de donde se desprende el aserto de que la simple 

mentira no constituye engaño o artificio, sino cuando esté 

acompañada de ciertos otros elementos que le den credibilidad. Se 

requiere lo que los franceses denominan mice in scene. El truco es 

la apariencia engañosa hecho con arte para inducir a error a otra 

persona. El embuste es una mentira disfrazada con artificio. La 

argucia es un argumento falso presentado con agudeza o sutileza 

cuyo fin es hacer caer en error a otra persona. 

“Todos los mecanismos utilizados por el estafador tienen como objetivo final 

hacer caer en error a su víctima (…)” Salinas (2010, pág. 281) 

 Continuando con Salinas, también agrega que:  

 Teniendo claro los mecanismos que puede utilizar el agente para hacer caer 

en error a su víctima, corresponde ahora dejar establecido que no se requiere 

cualquier tipo de engaño, artificio, ardid o argucia para estar ante el elemento que 

exige el delito de estafa. Se requiere lo que los españoles sencillamente 

denominan “engaño bastante”. Es decir, suficiente e idóneo para producir el error 

e inducir al sujeto pasivo a desprenderse de parte o el total de su patrimonio. El 

operador jurídico, al momento de calificar la conducta, deberá verificar si el 
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mecanismo fraudulento utilizado por el estafador fue idóneo, relevante y 

suficiente para propiciar que su víctima caiga o se mantenga en error. El acto 

fraudulento deberá ser lo suficientemente idóneo y capaz de vencer las normales 

previsiones de la víctima. Corresponde al operador jurídico hacer tal calificación, 

pues en la realidad concreta, por las especiales circunstancias de tiempo, modo, 

ambiente social y lugar en que ocurren y por las especiales aptitudes intelectuales 

de la víctima, los casos varían de uno a otro. No hay casos idénticos, pero si 

pueden haber parecidos. Salinas (2010, pág. 283) 

 Al respecto, Bramont-Arias, García Cantizano Cantizano y Villa Stein 

citados por Salinas, sostienen: 

Que para calificar la conducta debe adoptarse un criterio objetivo-subjetivo 

para determinar el engaño, según el cual habrá que considerar si el engaño 

reviste apariencia de seriedad y realidad suficiente para defraudar a personas 

de mediana perspicacia y diligencia - parte objetiva- y además, en cada caso 

particular, será preciso tener en cuenta la idoneidad del engaño en función 

de las condiciones personales del sujeto pasivo -parte subjetiva-.  (2010, 

pág. 283) 

B. Inducción a error o mantener en el 

Salinas refiere que:  

Después de verificarse que el agente ha hecho use del engaño u otra forma 

fraudulenta corresponderá al operador jurídico verificar si aquel engaño ha 

provocado en la victima un error o, en su caso, le ha mantenido en un error 

en el que ya se encontraba la víctima. 
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 El error, para que tenga relevancia en el delito de estafa, debe haber 

sido provocado o propiciado por la acción fraudulenta desarrollada por el 

agente (…) Debe verificarse una relación de causalidad entre el mecanismo 

fraudulento y el error. En esa línea, si el error no es generado por algún 

fraude sino por ignorancia o negligencia de las personas, no es posible la 

estafa  (2010, pág. 283). 

 De ese modo, en la Ejecutoria Superior de fecha 14 de setiembre de 1998, 

expediente N° 2618-98-Lima, afirma que “el error como elemento del tipo penal 

de estafa, juega un doble papel: primero, que debe ser consecuencia del engaño, 

dependiendo su relevancia típica si es que este es suficiente para alterar los 

elementos del juicio que dispone la víctima para comprender la intención dolosa 

del agente; y, segundo, debe motivar la disposición patrimonial, lo que permitirá 

verificar la relación de causalidad entre la acción y el resultado, generando la 

posibilidad de negar la imputación objetiva del resultado directamente provocado 

por la disposición patrimonial, si es que el error, lejos de ser causa del 

comportamiento engañoso, aparece coma consecuencia de la propia negligencia 

o falta de cuidado del sujeto”. 

C. Perjuicio por desprendimiento patrimonial 

Salinas (2010, pág. 285) refiere que: “(…) una vez verificado el error 

provocado por el engaño utilizado por el agente, se verificara si tal error 

origino que la víctima se desprenda en su perjuicio de parte o del total de 

su patrimonio”.  

 Asimismo, el mismo autor señala que: 
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La disposición patrimonial perjudicial en el delito de estafa: (…) es 

el acto por el cual el agraviado se desprende o saca de la esfera de su 

dominio parte o el total de su patrimonio y lo desplaza y entrega 

voluntariamente al agente. En doctrina se grafica este aspecto 

afirmando que el estafador alarga la mano, no para coger las cosas 

como ocurre con el ladrón, sino para que la víctima se las ponga a su 

alcance. La víctima, a consecuencia del error provocado por el acto 

fraudulento en su directo perjuicio, hace entrega o pone a 

disposición del agente su patrimonio. El elemento perjuicio por 

disposición patrimonial resulta fundamental en el delito de estafa. 

Pues si no hay desprendimiento o, mejor dicho, entrega de bienes 

(muebles o inmuebles), derechos reales o de crédito de parte de la 

víctima al agente, así este haya actuado engañosamente y provocado 

un error evidente, el delito de estafa no se configura. (2010, pág. 

285) 

En igual sentido, la Ejecutoria Superior de fecha 12 de enero de 1998, 

expediente N° 3278-97-Lima refiere que “si el agraviado no efectuó 

una disposición patrimonial previa, no se configura el delito de estafa”. 

D. Provecho indebido para sí o para un tercero 

Salinas, sostiene que:  

Finalmente, de verificarse que efectivamente a consecuencia del error 

provocado por algún acto fraudulento, hubo desprendimiento patrimonial de 

parte de la víctima, corresponderá al operador jurídico verificar si, con tal 

hecho, el agente o un tercero han obtenido provecho ilícito. Este provecho 
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es el fin último que busca el agente al desarrollar su conducta engañosa, al 

punto de que, si no logra tal provecho para sí o para un tercero, la estafa no 

se consuma, quedándose en su caso en grado de tentativa.  (2010, pág. 286). 

La Corte Superior de Justicia en frondosas Sentencias se ha pronunciado sobre 

este elemento objetivo de la estafa, siendo algunas y las más importantes las 

siguientes: 

 Ejecutoria Suprema de fecha 27 de octubre de 1995, expediente N° 2286-

95-Cajamarca, ha precisado que “el elemento material del delito de estafa 

está dado por la procuración para sí o para otro de un provecho ilícito 

mediante el uso de astucia, ardid o engaño causando perjuicio 

patrimonial en el sujeto pasivo, quien además no puede ser considerado 

en forma difusa sino debidamente individualizado”. 

 Ejecutoria Superior de fecha de fecha 19 de enero de 1998, Expediente N° 

1347-97-Lima, ha señalado que “respecto al delito de estafa se debe tener 

en consideración que lo que se reprocha al agente es conseguir que el 

propio agraviado le traslade a su esfera de dominio su propio patrimonio; 

es decir; el aspecto objetivo de este delito requiere que el agente obtenga 

un provecho ilícito, para lo cual debe mantener en error al agraviado por 

medio del engaño, astucia o ardid” 

 Ejecutoria de fecha 28 de noviembre de 1997, expediente N° 1347-97-

Lima, ha precisado que “Para la configuración de la estafa es necesario 

que medie engaño, ardid o astucia a efecto que la víctima se desprenda de 

un determinado bien, en este caso dinero en efectivo, procurándose así el 

sentenciado un provecho indebido; si no se comprueba tal animo doloso 
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del procesado con el fin de perjudicar al agraviado no llega a 

configurarse el tipo penal de estafa” 

2.2.1.3.2. Bien jurídico protegido 

Para Bajo y Otros, citado por Peña Cabrera, señalan que:  

No hay objeción alguna en la doctrina especializada, que el delito de estafa 

ataca el patrimonio de una persona, la suma de valores que se ve mermada, 

luego de la acción engañosa provocada por el autor, que genera el 

desplazamiento del acervo patrimonial a su esfera de custodia. De ningún 

modo, el art. 196, ha de tutelar el derecho a la verdad ni la buena fe de los 

agentes del mercado, en virtud de su contenido etéreo, carente de base 

material. (2017, pág. 317) 

 Al respecto, Peña-Cabrera, señala que:  

En ese sentido el patrimonio debe entenderse como (…) el conjunto de 

valores, de bienes, de derechos patrimoniales, susceptibles siempre, de ser 

cuantificados económicamente en el mercado, que se encuentran atribuidos 

a una determinada persona, en cuanto revistan una apariencia jurídica, es 

decir, una protección legal que no necesariamente debe lindar con estado de 

certeza (…). (2017, pág. 319) 

 Del mismo modo Salinas, señala que:  

El patrimonio de las personas se constituye en el bien jurídico que se 

pretende proteger en el tipo penal del artículo 196. De manera específica, se 

protege la situación de disponibilidad que tienen las. personas sobre sus 

bienes, derechos o cualquier otro objeto, siempre que tal situación tenga una 

protección jurídica de relevancia económica (2010, pág. 287). 
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2.2.1.3.3. Sujeto activo 

“Sujeto activo, agente o actor del delito de estafa puede ser cualquier persona 

natural. No se exige alguna cualidad, condición o calidad especial en aquel” 

Salinas (2010, pág. 287) 

2.2.1.3.4. Sujeto pasivo 

Freyre citado por Salinas, sostienen que:  

Sujeto pasivo o víctima puede ser cualquier persona. Basta que haya sido la 

perjudicada en su patrimonio con el actuar del agente. En tal sentido, 

podemos afirmar de modo categórico que, si bien es cierto que entre el 

engaño del actor y el desprendimiento perjudicial de la víctima debe existir 

un nexo de causalidad, también es verdad que nada exige que la misma 

víctima del embaucamiento lo sea también del daño económico, pudiendo 

ser un tercero (2010, pág. 287).  

2.2.1.4. Tipicidad Subjetiva 

Salinas (2010, pág. 288) ha señalado que: “Es una conducta típicamente dolosa. 

No es posible la comisión culposa”. Luego, agrega:  

El agente actúa con conocimiento y voluntad de realizar todos los elementos 

típicos objetivos con la finalidad de obtener un provecho ilícito. Esta última 

intención conduce a sostener que, aparte del dolo, en el actuar del agente se 

exige la presencia de otro elemento subjetivo que viene a constituir el ánimo 

de lucro. Este elemento subjetivo aparece de modo implícito en el tipo 

penal. 

Si, por el contrario, el agente con su actuar no busca lucrar o, mejor dicho, 

no busca obtener un beneficio patrimonial indebido, el delito no aparece, así 
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en la conducta se verifique la concurrencia de algún acto fraudulento, del 

error, del perjuicio ocasionado por el desprendimiento patrimonial. El ánimo 

de lucro al final guía u orienta el actuar del actor o agente y, por ello, se 

convierte en un elemento subjetivo adicional al dolo. Si este elemento 

subjetivo adicional no se verifica en determinada conducta, el delito en 

hermenéutica no se configura (pág. 288) 

2.2.1.5. Antijuridicidad 

Salinas afirma sobre la antijuridicidad que: 

La conducta típica objetiva y subjetivamente será antijurídica cuando no 

concurra alguna causa de justificación. Habrá antijuridicidad cuando el 

agente con su conducta obtenga un beneficio patrimonial que no le 

corresponda. Si, por el contrario, se llega a la conclusión de que el autor 

obtuvo un beneficio patrimonial debido o que le correspondía, la conducta 

no será antijurídica sino permitida por el Derecho. Esto ocurrirá, por 

ejemplo, con aquella persona que haciendo use del engaño hace caer en 

error a una persona que se resiste a cancelarle por los servicios prestados, 

logrando de ese modo que esta se desprenda de determinada suma de dinero 

y le haga entrega. Sin duda aquí se ha obtenido un provecho económico, 

pero debido o licito.  (2010, pág. 288). 

2.2.1.6. Culpabilidad 

Sobre la culpabilidad, Salinas, señala que:  

Una vez que se ha determinado que la conducta es típica y antijurídica, 

corresponde verificar si el actor es imputable, es decir, le puede ser atribuida 

penalmente la conducta desarrollada. También se verificará si el agente tuvo 
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oportunidad de conducirse de acuerdo a ley y no cometer el delito y 

finalmente, se verificará si aquel, al momento de actuar tenía pleno 

conocimiento de la antijuridicidad de su conducta. Es decir, sabía que su 

conducta estaba prohibida. Si por el contrario se verifica que el agente actuó 

en la creencia errónea de que tenía derecho al bien o a la prestación 

atribuida mediante el acto de disposición, se excluirá la culpabilidad, toda 

vez que es perfectamente posible que se presente la figura del error de 

prohibición, situación que será resuelta de acuerdo con el segundo párrafo 

del artículo 14 del Código Penal.  (2010, pág. 289) 

2.2.1.7. Tentativa 

Salinas señala al respecto que:  

Al ser un delito de resultado y de actos sucesivos es factible que la conducta 

del agente quede en grado de tentativa. Si el agente con su conducta aún no 

ha llegado a obtener el provecho económico indebido que persigue y es 

descubierto, estaremos ante supuestos de tentativa. Hay tentativa cuando por 

ejemplo el agente, después de haber provocado el error en su víctima por 

algún acto fraudulento, se dispone a recibir los bienes de parte de aquel y es 

puesto al descubierto su actuar ilegal. O, también, cuando después de haber 

recibido los bienes de parte de su víctima es descubierto cuando aún no 

había tenido oportunidad de hacer disposición del bien y de ese modo 

obtener provecho económico, etc. (2010, pág. 289) 

2.2.1.8. Consumación 

Salinas ha precisado que la consumación en:  
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[E]l delito de estafa se perfecciona o consuma en el mismo momento en que 

el agente obtiene el provecho económico indebido. Esto es, se consuma una 

vez que el sujeto activo incrementa su patrimonio con los bienes o servicios 

recibidos de parte de su víctima. El incremento patrimonial puede traducirse 

en la posesión de los bienes o en el producto de los mismos al ser estos 

dispuestos. (2010, pág. 289)  

 Siguiendo con Salinas, también agregó que: 

Al utilizar el legislador nacional en la estructura del tipo penal del artículo 

196 del Código Penal la frase “el que procura para sí o para otro un 

provecho ilícito”, se entiende que el delito se perfecciona cuando realmente 

el agente ha logrado su objetivo último, cual es obtener el provecho 

indebido. Si no logra tal objetivo, habrá estafa, pero en grado de tentativa. 

(2010, pág. 289). 

En el mismo sentido Freyre y Cornejo citado por Salinas (2010, pág. 290), 

sostiene: “que el perfeccionamiento del delito de estafa, en la legislación, acontece 

en el momento que se obtiene el provecho indebido”.  

2.2.1.9. Penalidad 

Salinas, haciendo referencia a la pena establecida por el Código Penal, señala:  

De encontrarse responsable penalmente, el agente del delito de estafa será 

merecedor a pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de seis 

años. Corresponde al criterio del juzgador graduar la pena según los 

presupuestos establecidos en los artículos 45 y 46 del Código Penal. Salinas 

(2010, pág. 291) 
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2.2.2. Victima e imputación objetiva 

Vinjoy, señala que:  

La imputación a la víctima, en el ámbito más amplio de la imputación 

objetiva de comportamientos, implica una toma de posición en torno a su 

ubicación sistemática, modelo dogmático al que se adscribe, y 

consecuencias argumentativas que importa sustentar el principio de auto-

protección de raigambre constitucional, en la determinación de la 

responsabilidad jurídico penal (2011, pág. 400).  

2.2.2.1. La imputación como atribución de una obra a su autor  

Aller, señala que:  

La imputación como atribución de una obra a su autor parte desde: (…) las 

ideas de Pufendorf (“Elementa…” 1660), un primer acercamiento a la 

imputación implicó “poner una obra en la cuenta de alguien”, tanto en lo 

fáctico (imputatio facti) como en el ámbito jurídico (imputatio iuris). La 

misma idea fue desarrollada por Kant (1797), Feuerbach (1799), Mayer 

(1901), Liepmann (1915), y los autores que se ubican en el origen de la 

segunda concepción: Larenz (1927, para el Derecho Civil) y Hönig (1930). 

Modernamente, es asumida por Hruschka (1974), quien distingue las actio 

libera in se (imputación ordinaria) y las actio in sua causa (imputación 

extraordinaria), y utiliza para la imputación de primer (injusto) y segundo 

nivel (culpabilidad), reglas de comportamiento e imputación al urheber  

(2009, págs. 122-124).  
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2.2.2.2. La imputación como determinación del sentido del desvalor 

(expresión de sentido típico)  

Sánchez sostiene que:  

La segunda concepción, tiene como punto de partida –señala Cancio– en los 

años 70, a partir de Roxin, con una primera aproximación en 1962 y su 

desarrollo en 1970. La idea ya no será la mera “atribución de obra”, sino 

antes bien, el “contenido o expresión de sentido del desvalor”, de tal suerte 

que el cambio de “horizonte” de la imputación, conducirá a nutrir la 

imputación de criterios fundamentales de la tipicidad. Este entendimiento, 

será el de Jakobs y Frisch con matices que Cancio desarrolla (imputación “de 

resultado”, o “al tipo objetivo” en Roxin), y “comportamiento” o conducta en 

Jakobs y Frisch. (2009, págs. 46-49) 

En relación a la teoría de la imputación objetiva, Villavicencio (2016) refiere 

que: En la actualidad, la teoría de la imputación objetiva va aproximándose a ser 

una teoría general de la conducta típica, es decir, en el que la atribución del 

resultado ya no es la cuestión dominante sino que la imputación objetiva debe 

extenderse fuera del ámbito de la imputación de resultado. 

2.2.2.3. La teoría de la imputación objetiva desde el ámbito del 

normativismo 

Jescheck y Weigend, citado por Medina sostienen que: “La imputación objetiva se 

erige, en términos generales, en un sistema dirigido a limitar la responsabilidad 

jurídico-penal que se derivaría de la sola causación de un resultado lesivo" (2011, 

pág. 25). Asimismo, Caro sostiene que: (…) lo que busca la imputación objetiva a 

través de sus diversas estructuras normativas es interpretar un determinado 
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comportamiento en su respectivo contexto social para poder así establecer si el 

mismo tiene un significado objetivamente delictivo. (…) (2003, pág. 26). Jakobs, 

por su parte, citado por Medina: “se puede afirmar que este instrumento 

normativo ha venido a convertirse en la actualidad en una teoría general que se 

ocupa de la “determinación de las propiedades objetivas y generales de un 

comportamiento imputable”. Jakobs, citado por Gómez, ha denominado una 

“teoría del significado del comportamiento” (2007, pág. 238). 

2.2.2.3.1. El rol social como presupuesto de la imputación penal 

Kindhauser, Polaino y Corcino citado por Medina, señalan que:  

El punto de partida para el sistema de imputación y el ámbito social donde 

cualquier construcción dogmática de esa naturaleza pretende ser aplicada es 

necesariamente la persona autorresponsable, y, más concretamente, la 

posición social que esta ocupa en la realidad y que la determine a desarrollar 

determinado papel en la sociedad. (2011, pág. 27), 

 En ese sentido Polaino-Orts citado por Medina, sostiene que:  

Cada sujeto no es responsable de la totalidad del mundo social en que se 

desenvuelve, sino tan solo de una parcela muy limitada de la realidad. Es 

este segmento parcial el que se asigna a cada persona como miembro de la 

comunidad y el que están sometido enteramente a su vigilancia, de modo tal 

que deberá administrar correctamente esa esfera de responsabilidad para que 

no lesione ni invada otras ajenas. Por ello, se afirma que el rol social 

desenseñado por cada persona define la medida de su propia responsabilidad 

en la gestión de cada parcela social. Caro (2003, pág. 28) refiere que: Ello 

resulta lógico en la medida en que es dicha posición social la que permite 
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saber, tanto a los demás miembros de la sociedad corno al propio titular del 

ámbito organización, que es lo que se espera socialmente que haga o deje de 

hacer; esto es, concretamente, define las expectativas sociales de 

comportamiento que habrá cumplir conforme con el papel que le 

corresponde desarrollar (2011, pág. 27).  

 Polaino-Orts, citado por Medina, señala que:  

En tal virtud, la importancia del rol radica no solo en su capacidad para 

identificar a cada persona en el mundo social, sino también en su utilidad 

social para exteriorizar y dar a conocer a los demás a que está o no obligada 

ella en los múltiples contactos que establezca. (…) En efecto, no se puede 

esperar de un taxista que sepa que actividades realizara en su destino el 

pasajero que transporta, ni tampoco se puede esperar que un vendedor 

común informe a sus potenciales compradores sobre la totalidad de los 

productos y precios ofrecidos en un determinado mercado. En tal sentido, 

del mismo modo en que la sociedad premia a título de mérito a quien se 

comporta dentro de los parámetros de su posición social (considerándolo 

come buen padre, un correcto y probo magistrado, un respetado 

comerciante, etc.) también le reprochará a través de un juicio de imputación 

cuando la infrinja, este es, cuando defraude las expectativas que se derivan 

de su rol social. (2011, pág. 28). 

 Más adelante, Polaino-Orts citado por Medina, afirma que: a cada posición 

social le corresponde todo un conjunto de derechos y obligaciones a los que 

indefectiblemente están sujetos los ciudadanos en tanto ejerzan y pretendan 

ejercer dicho papel. Este es el contenido material del rol social y el que, como se 
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viene sosteniendo, delimita las esferas de responsabilidad perteneciente a cada 

persona. 

2.2.2.3.2. Consecuencias Dogmáticas 

Cancio sostiene que:  

(…) para el sistema de imputación resulta medular tomar coma punto de 

partida la administración autónoma de la esfera de organización que le 

corresponde a cada ciudadano en su condición de persona, y es sobre esa 

base que se fundamenta la imputación objetiva en tanto mecanismo de 

delimitación de ámbitos de responsabilidad. (2001, pág. 66) 

 Por su parte, Feijoo, señala que:  

Por consiguiente, el sistema de imputación toma como eje referencial 

siempre a una persona autónoma que es titular de una esfera de 

responsabilidad que esta administra en ejercicio de su libertad y cuyas 

consecuencias lesivas tendrá que asumir a título de imputación. (2002, pág. 

284).  

 La posición ocupada, entonces, por cada ciudadano se erige en un factor 

normativo con una doble función. Como sostiene Polaino-Orts “(…) constituye 

una garantía para las personas, pues demarca el espacio en el cual puede 

organizarse y ocuparse de sus asuntos con total libertad, sin más límite que el 

impuesto por el respeto a las demás esferas jurídicas” (2009, pág. 38).  

 Por otro lado, Jakobs “(…) establece las bases de la imputación objetiva, 

puesto que, una vez infringidos los deberes de la posición social, se defrauda a la 

sociedad poniendo en tela de juicio la norma coma modelo de orientación”  (1996, 

pág. 18). Siguiendo a Medina: “(…) únicamente podrá imputarse al sujeto la 
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infracción de un deber inherente a su rol y no algún otro que exceda dicho ámbito 

de organización (…)” (2011, pág. 31). 

 Jakobs ha señalado que:  

Esto guarda plena coherencia con la misión social del Derecho penal de 

asegurar determinadas expectativas de conducta que resultan esenciales para 

el mantenimiento de la identidad de la sociedad; en tal virtud, la solución de 

los problemas que se le presentan al Derecho penal -que son también, 

evidentemente, sociales- “tiene lugar en todo caso por medio del sistema 

jurídico en cuanto sistema social parcial, y esto significa que tiene lugar 

dentro de la sociedad”  (1996, pág. 21).  

2.2.2.3.3. Niveles de Imputación 

Cancio, sostiene que:  

(…) la imputación objetiva se divide en dos niveles: por una parte, la 

calificación del comportamiento como típico (imputación objetiva del 

comportamiento); y por otra, situado en el ámbito de los delitos de 

resultado, la verificación de que el resultado lesivo producido tiene como 

explicación el comportamiento objetivamente imputable (imputación 

objetiva del resultado). En el primero de ellos se ubican las instituciones 

dogmáticas desarrolladas con particular énfasis por la dogmática 

funcionalista del profesor JAKOBS; es a través de estos conceptos que se 

construye el juicio de tipicidad, pues constituyen en efecto filtros 

normativos por los que debe atravesar el análisis de las conductas sometidas 

a dicho examen de tipicidad (…) (2001, pág. 98).  

 Por su parte, Roxin, Martínez y Mir Puig, citados por Cancio, señalan que:  
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(…) El segundo nivel de imputación, también denominado como el de 

realización de riesgos, presupone ya la existencia de un riesgo no permitido, 

por lo que el examen radica en determinar si el resultado lesivo es 

precisamente la materialización de aquel riesgo creado por el autor de modo 

no permitido. Como manifiesta Rudolphi (1998, pág. 30) “un resultado 

antijurídico causado por una conducta humana, solo es imputable si esta 

conducta ha creado un peligro desaprobado jurídicamente para la realización 

del resultado y si ese peligro también se ha realizado en el hecho concreto 

causante del resultado”  (2001, pág. 71). 

Jakobs citado por Cancio, refiere que: “(…) solo aquella conducta que 

aparezca como el factor causal determinante del resultado será el que permita 

explicarlo en clave de imputación objetiva y, por tanto, el que revista relevancia 

jurídico-penal  (2001, pág. 131).  

2.2.2.4. Instituciones Dogmáticas de la Imputación del Comportamiento 

2.2.2.4.1. El riesgo permitido 

Maraver y Reyes, citado por Medina, sostienen que:  

El riesgo permitido es considerado, en el marco de la moderna teoría de la 

imputación objetiva, como un instituto dogmático liberador de la 

responsabilidad penal. En concreto, permite distinguir entre las conductas 

inmersas en el tipo penal y las que han quedar fuera de su alcance, aun 

cuando hayan producido causalmente el resultado lesivo  (2011, pág. 37).  

 Jakobs señala que:  

Su fundamento reside en los riesgos ínsitos en toda interacción social, por 

más cotidiana o inofensiva que ésta parezca. Por ello, es acertado afirmar 
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que una sociedad sin riesgos no es posible y que, sin embargo, no por tal 

razón se plantea siquiera la posibilidad de renunciar a ella  (2001, pág. 41).  

 En conclusión: “(…) no toda creación de un riesgo de resultado puede ser 

objeto de una prohibición del Derecho Penal, pues ello significaría una limitación 

intolerable de la libertad de acción” Bacigalupo (2004, pág. 265). 

 Cancio y Reyes citado por Medina, sostienen que: 

(…) bajo el rotulo de riesgo permitido se agrupan dos bloques de supuestos: 

por una parte, casos en que una determinada actividad riesgosa es jurídico 

penalmente permitida en atención a ciertas circunstancias, ya sea en virtud 

de una positivización o reglamentación expresa (coma sucede en el tráfico 

viario, el ámbito industrial, competiciones deportivas, juegos autorizados de 

apuestas, etc.), ya sea en ausencia de dicha reglamentación (los clásicos 

deberes de cuidado traducidos en la lex artis, por ejemplo, en la práctica 

médica). Por otra parte, se encuentran aquellas conductas que, aunque 

generadoras de riesgos, se hallan caracterizadas por su evidente normalidad 

social (conductas con insignificancia jurídico-social o con una conexión 

muy débil con el resultado lesivo posterior, como el doctrinalmente 

conocido caso del sobrino que envía a su tío a pasear bajo la tormenta o que 

le aconseja viajar en un avión en el que luego perece tras un accidente 

aéreo)  (2011, pág. 38). 

 Medina señala que “el terreno de las interacciones económicas, que es por 

definición el que corresponde a los delitos de defraudación que aquí interesan, 

constituyen en definitiva una actividad históricamente legitimada”.  (2011, pág. 

39).  
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 Jakobs, señala que:  

Toda vez que: [e]n el caso del trato comercial, no cabe duda que esta forma 

de interacción forma parte de dicha configuración social, y como tal debe 

ser no solo preservada sino también reconocida dentro de la categoría del 

riesgo permitido, ya que admitir lo contrario supondría no solo cuestionar a 

la vez la propia definición de la sociedad, sino también propiciar una 

eventual renuncia a dicha actividad.  (2001, pág. 43) 

2.2.2.4.2. El principio de confianza 

Jakobs y García citado por Medina señalan que:  

En tanto ser social, la persona se interrelaciona en sociedad siempre sobre la 

base de un mínimo de confianza. Esta, por consiguiente, resulta necesaria 

para la interrelación social de las personas, y si el Derecho penal ha de 

facilitar y promover los contactos sociales anónimos y no entorpecerlos, 

resulta congruente erigirla como un eje normativo en el sistema de 

imputación. En tal sentido, el núcleo conceptual de este principio estriba en 

que a pesar de la constatación de los errores de los demás, se autoriza a 

quien realiza una actividad arriesgada a confiar en el comportamiento 

socialmente adecuado de aquellos (2011, pág. 40). 

 O como indica Cancio: “(…) en un Estado de Derecho no impera el 

principio de desconfianza como principio orientador de las relaciones sociales 

sino todo lo contrario: se parte como principio de que los otros respetaran las 

normas que regulan los contactos sociales (…)” (2001, pág. 280). 

 Polaino-Orts, señala que: 
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No es la confianza en sentido coloquial, psicológico o sentimental la que se 

manifiesta en la teoría de la imputación, sino la confianza de carácter social, 

esto es, aquella que posibilita los contactos sociales: el ciudadano racional, 

fiel al ordenamiento jurídico confiará en que los demás se comporten del 

mismo modo, es decir, cumpliendo las expectativas sociales que les atañen y 

respetando a los demos como personas (2009, pág. 57). 

 Stratenwert, Cancio y Feijóo citado por Medina, refieren que: 

La principal restricción de esta institución dogmática de la imputación 

objetiva es que: (…) el ordenamiento jurídico solo autoriza a confiar en el 

comportamiento socialmente correcto de los demás en la medida en que no 

existan motivos objetivos y fundados para suponer lo contrario (2011, pág. 

43). 

 En otras palabras, por regla general no se ha de responder penalmente por la 

incorrección de las conductas ajenas (ya sean estas dolosas o imprudentes), si es 

que no se puede confiar en que todos cumplirán con sus respectivos deberes. Así, 

por ejemplo “(…) si quien conduce hacia un cruce vial advierte que otro 

conductor se acerca efectuando maniobras temerarias, no está autorizado a confiar 

en que este actuara adecuadamente frenando ante la luz roja”. (Medina Frisancho, 

2011, pág. 43) 

En esta misma línea, Medina, señala que:  

Una segunda limitación del principio de confianza se refiere a la forma de 

proceder del propio sujeto a quien se dirige la imputación, de modo que si 

este no ajusta su comportamiento a los niveles de riesgo permitido no 

podrá ser amparado por el principio de confianza (…) (2011, págs. 43-44). 
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 Asimismo, Feijóo, refiere que:  

(…) que aquí se pone de manifiesto una vez más el fundamento de este 

criterio de imputación, que no es sino la autorresponsabilidad, pues cada 

uno es competente de los riesgos que genera y no puede esperar 

normativamente que otro los neutralizará y que se hará responsable de ellos 

(2002, pág. 297). 

 Continuando con Feijóo, se ha señalado que:  

Si el que persigue una finalidad en un determinado ámbito social puede 

contar con que los otros van a comportarse de forma correcta, ello tiene 

como consecuencia que se pueda organizar la consecución del interés que se 

persigue (…) de una forma más racional. Por tanto, el principio de 

confianza posibilita una organización más razonable de los contactos 

interpersonales (2002, pág. 297). 

 Medina, por su parte, ha dejado en claro que:  

(…) contrariamente a lo que se pensó en su origen de corte jurisprudencial, 

el principio de confianza no ve limitado su alcance dogmático al ámbito del 

tráfico viario. Lo expuesto en líneas anteriores ya debe haber dejado advertir 

que el principio de confianza despliega sus efectos en todos los contextos de 

interacción en que confluyen deberes plurales de actuación (2011, pág. 46).  

 De hecho, García sostiene que: “(…) el principio de confianza frente a 

terceros se exige de modo especialmente determinante en las organizaciones 

empresariales” (2007, pág. 372).  

 Medina, concluye que:  
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(…) En tal sentido, este principio conforma asimismo una garantía 

normativa del ciudadano que se comporta correctamente dentro de los 

límites de su posición social, en la medida en que no podrá atribuirse 

responsabilidad penal a quien confió de forma socialmente estandarizada en 

que los demás cumplirán la norma (2011, pág. 46). 

2.2.2.4.3. La prohibición de regreso 

Medina señala sobre la prohibición de regreso que: 

Si existe una institución que ha sido objeto de una verdadera evolución 

dogmática en el marco de la teoría general de la imputación es la 

prohibición de regreso. Su concepción actual dista mucho de su inicial 

formulación planteada por FRANK, quien entendía que todo favorecimiento 

imprudente de un comportamiento doloso y culpable es necesariamente 

impune, para llegar a ser entendida como un criterio normativo de 

limitación de la participación criminal. No cabe duda que ha sido JAKOBS 

quien con mayor acuciosidad ha protagonizado la reformulación de esta 

figura normativa para delimitar el ámbito de la tipicidad tanto para delitos 

dolosos como imprudentes. (2011, pág. 47). 

 Por su parte, Jakobs ha sostenido:  

(...) que no es jurídico socialmente congruente que el carácter delictivo de 

una actividad sea impuesto arbitraria y unilateralmente por el autor del 

hecho, aun cuando el posterior resultado lesivo producido se halle conectado 

causalmente con la aportación prestada por un tercero. Asimismo, el mismo 

autor refiere que: (…) quien asume con otro un vínculo que de modo 

estereotipado es inocuo, no quebranta su rol corno ciudadano, aunque el otro 
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incardine dicho vinculo en una organización no permitida. Por consiguiente, 

existe una prohibición de regreso cuyo contenido es que un comportamiento 

que de modo estereotipado es inocuo no constituye participación en una 

organización no permitida. (pág. 30). 

 Medina, por su parte, señala que: 

(…) en este nivel de análisis se debe partir de la noción básica de que el 

Derecho penal no puede reprimir acciones socialmente inocuas o 

estereotipadas que, por tanto, carecen de sentido delictivo, aun cuando 

posteriormente otra persona anude a tales actos fines ilícitos o los emplee 

para realizar conductas no permitidas (…) pues no se puede hacer a alguien 

penalmente competente de las consecuencias lesivas producidas por el autor 

de un hecho delictivo gracias a las aportaciones del primero; ello 

comportarla una grave restricción de los espacios de libertad legítimamente 

conferidos a los ciudadanos y que les resultan imprescindiblemente 

necesarios para su desarrollo personal y para la convivencia social en 

general. Por esta razón, conforme a lo que se viene afirmando, la 

prohibición de regreso se basa en la idea de que no se puede hacer 

responsable a quien realiza una aportación que es en sí misma cotidiana y 

socialmente inofensiva, y que solo por la puesta en marcha de planes de 

terceros puede adquirir el sentido de un curso dañoso (2011, págs. 47-48). 

 Sin embargo, debemos destacar dos restricciones de la prohibición de 

regreso, Medina señala:  

(…) Por un lado, no podría invocar una prohibición de regreso quien desvía 

su actuación de cualquier modo, adaptando su conducta inicialmente inocua 
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al contexto delictivo creado por el autor para contribuir a la perpetración del 

hecho. Por ejemplo, el caso de un taxista que desconoce el proceder de unos 

delincuentes, quienes, en el lugar de destino, deciden perpetrar un delito 

patrimonial, sin embargo (…) si el taxista acelera y conduce con más 

rapidez para asegurar los fines de los delincuentes, ya no ajustaría su 

proceder a su rol social. Por otro lado, si existe un deber de garante que 

obliga a evitar eventuales daños tampoco podrá operar una prohibición de 

regreso (…) (2011, pág. 51).  

 Jakobs, en relación a su ejemplo, sostiene que:  

(...) del encargado de custodiar material radioactivo: si este en un paseo 

dominical observa que algo no está bien en cuanto a este material o el lugar 

donde se almacena, “esta observación la hace como titular de aquel rol y 

está obligado en calidad de garante a la evitación del daño” (2001, págs. 

214-215). 

 A partir de estas consideraciones es posible ya delinear el ámbito de la 

prohibición de regreso y demarcar sus fronteras con las demás instituciones 

dogmáticas. Cancio (2001, pág. 117) indica que: En cuanto al riesgo permitido, es 

claro que la prohibición de regreso no se limita a determinar los contornos de lo 

jurídico socialmente reconocido, sino que, conforme con lo dicho, va un poco más 

allá, estableciendo si se puede vincular una aportación posiblemente inocua con 

un posterior curso lesivo, con prescindencia del aspecto cognitivo de quien realiza 

el aporte (esto es, despliega sus efectos de modo contra fáctico).  

 Feijóo, señala que: “Por su parte, el principio de confianza opera, más bien, 

una vez constatado que el comportamiento de un tercero no se encuentra 
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jurídicamente aprobado”. (2002, pág. 419) Y por último en el caso de la 

imputación a la víctima, Cancio sostiene “que la prohibición de regreso se 

presenta como una “especie de reverso” de la imputación a la víctima”  (2001, 

pág. 118), es decir, según (...) se busca determinar precisamente si existe una 

actividad conjunta que pueda ser atribuida a la esfera de competencia de esta 

última (2011, pág. 52). 

2.2.2.4.4. La imputación al ámbito de responsabilidad de la víctima 

Cancio y García citado por Medina sostienen: 

(…) que actualmente ya no es posible negarle valor jurídico-penal a la 

intervención de quien resulta lesionado en una actividad emprendida con un 

tercero. Así, se ha establecido con más o menos convicción dogmática que 

la conducta de la víctima autorresponsable ha de ser introducida en el juicio 

de tipicidad y, por ende, en el sistema de imputación objetiva (…) (2011, 

pág. 53).  

 A partir de una visión funcional, se ha tratado de explicar las razones por las 

que un determinado suceso y, naturalmente, las consecuencias que dé él se derive 

sean atribuidos a la víctima. En esa línea, JAKOBS ha intentado definir tales 

razones: primero, mediante la infracción de los -así denominados por el- “deberes 

de autoprotección” y, segundo, mediante un acto de voluntad, saber, el 

consentimiento (2011, pág. 53). O como lo entiende Jakobs (2001, pág. 33) 

“modalidades de explicación”. 

 Cancio, refiere: 

(…) en que la imputación en este terreno se produce en términos normativos 

y no está supeditado a la configuración fenomenológica de las aportaciones 
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de autor y victima ni al dominio puramente factico del suceso, sino, antes 

bien, a la esfera de autonomía de la víctima que obra de forma 

autorresponsable, una vez definido el carácter conjunto del suceso (2001, 

pág. 124). 

 Como señala Medina:  

En efecto la imputación a la víctima tiene lugar necesariamente de modo 

normativo, cuando la aparente victima ha infringido determinadas 

incumbencias de autoprotección, esto es, cuando en plena ejercicio de su 

autonomía no administra su ámbito de organización de manera cuidadosa 

asegurando la incolumidad de sus bienes jurídicos. Por ello es que la 

institución dogmática de la imputación a la víctima se erige sobre el 

principio de autorresponsabilidad, en virtud del cual cada ciudadano debe 

responder por sus propios actos (2011, pág. 56). 

 Es menester aclarar que (…) la introducción de la víctima en el juicio de 

imputación no tiene por finalidad la formulación de algún reproche contra ella (en 

efecto, pues, no existe ninguna norma que tipifique la actuación de la víctima), 

sino conceder relevancia dogmática a la autonomía con la que se comporta (pág. 

57). Así Walther citado por Cancio sostiene que: “el Derecho Penal no pretende 

responsabilizar al titular del bien jurídico. El punto de partida esta siempre en la 

exclusión de la imputación a favor del autor”  (2001, pág. 404).  

Por ello, Cancio refiere que: 

(…) cabe destacar una vez más la particular posición sistemática de esta 

institución dogmática en su entorno teórico. Dadas sus especificas 

características, este criterio normativo opera en un plano sistemático 
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posterior a los demás, pues, aunque también en otros criterios se examinan 

casos en los que la víctima interviene de algún modo, la diferencia con la 

imputación a la víctima radica esencialmente en que en aquellos la 

condición de titular preferente de los bienes jurídicos no es la determinación 

en el juicio de imputación  (2001, pág. 120).  

2.2.3. La Conducta de la Víctima y su relevancia para la Teoría de la 

Tipicidad 

2.2.3.1. La autorresponsabilidad como fundamento de la imputación a la 

Victima 

Cancio refiere que: “(…) el principio de autorresponsabilidad comporta, como 

punto de partida implícito del ordenamiento jurídico, que toda persona ha de 

responder únicamente por sus propios actos”  (2001, pág. 316). De la misma 

manera Tamarit, citando a Mayer (1998, pág. 103) señala que: “La persona 

humana es responsable ante el derecho no por lo que otro hace sino por lo que él 

hace”. Por ello, como indica, Medina:  

(…) Se trata, pues, de la libertad constitucionalmente reconocida para optar 

y tomar decisiones autónomas en un marco de desarrollo individual, sin más 

limitaciones que las que imponen el respecto a los derechos de las demás 

personas y el propio orden jurídico. Ello, no obstante, no debe conducir al 

equívoco de pensar que estamos frente a un derecho absoluto (2011, pág. 

66). 

 En efecto, el Tribunal Constitucional, mediante STC N° 2868-2004-AA/TC, 

de fecha 24 de noviembre del 2004, Fj. 15, ha sostenido: 
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“Es bien cierto que, como sucede con cualquier otro derecho fundamental, 

el del libre desarrollo de la personalidad tampoco es un derecho absoluto. 

En la medida en que su reconocimiento se sitúa en el interior de un orden 

constitucional, las potestades o facultades que en su seno se pudieran 

cobijar, pueden ser objeto de la imposición de ciertos límites o restricciones 

a su ejercicio (...). La sujeción de toda actividad limitadora de un derecho 

fundamental al principio de reserva de ley o, en su defecto, al principio de 

legalidad, constituyen garantías normativas con los que la Constitución ha 

dotado a los derechos fundamentales. (...). Ese es el caso en el que se 

encuentra el ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. Por 

un lado, en la medida en que el mismo derecho no se encuentra sujeto a una 

reserva de ley y, por otro, que las facultades protegidas por este tampoco se 

encuentran reconocidas de manera especial en la Constitución (como 

sucede, por el contrario, con las libertades de tránsito, religión, expresión, 

etc.), el establecimiento de cualquier clase de limites sobre aquellas 

potestades que en su seno se encuentran garantizadas debe efectuarse con 

respeto del principio de legalidad”. 

 Medina refiere que:  

(…) La autodeterminación, por tanto, del mismo modo en que se manifiesta 

cuando el ordenamiento jurídico atribuye responsabilidad a quien infringe la 

ley penal, también trasciende- es más, resulta nuclear para erigir el 

mecanismo de imputación- al momento de delimitar ámbitos de 

responsabilidad individual (…) (2011, pág. 67).  
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 Robles manifiesta un doble aspecto, positivo y negativo del principio de 

autorresponsabilidad: “(…) el primero, fundamentador de la responsabilidad; y el 

segundo, excluyente de la misma” (2003, pág. 162).  

 Medina sostiene que:  

En el plano concreto de la imputación, la autorresponsabilidad constituye el 

instrumento que, por definición, se encarga precisamente de esa labor de 

delimitación de esferas de responsabilidad; una tarea que no puede ser ajena 

a los valores de la comunidad jurídica, entre ellos, protagónicamente, el 

principio de la libre determinación  (2011, págs. 67-68).  

Tal derecho como no podía ser de otra forma, se encuentra consagrado en el 

artículo 2°, apartado primero de la Carta Magna [“Toda persona tiene derecho: 

(…) a su libre desarrollo”]. La importancia de este derecho fundamental y de su 

protección constitucional es más que evidente, pues como fundamento de la 

organización social no puede ser comprendido sin consagrar, a la vez e 

implícitamente, la noción del ciudadano como persona autónoma. 

 Sobre este derecho, el Tribunal Constitucional, mediante STC N° 2868-

2004-AA/TC, Fj. 14, ha sostenido:  

“El derecho al libre desarrollo garantiza una libertad general de actuación 

del ser humano en relación con cada esfera de desarrollo de la 

personalidad. Es decir, de parcelas de libertad natural en determinados 

ámbitos de la vida, cuyo ejercicio y reconocimiento se vinculan con el 

concepto constitucional de persona como ser espiritual, dotada de 

autonomía y dignidad, y en su condición de miembro de una comunidad de 

seres y agrega que a [t]ales espacios de libertad para la estructuración de la 



59 

 

vida personal y social constituyen ámbitos de libertad sustraídos a 

cualquier intervención estatal que no sean razonables ni proporcionales 

para la salvaguarda y efectividad del sistema de valores que la misma 

Constitución consagra”. 

2.2.3.2. El ámbito de responsabilidad preferente de la Victima en actividades 

riesgosas 

Medina refiere que: 

Actualmente es innegable la utilidad del principio de autorresponsabilidad 

en tanto elemento básico del sistema de imputación, destinado a la 

delimitación de ámbitos libres de organización y, por ende, a la atribución 

de responsabilidades en actividades arriesgadas en las que intervienen 

cuando menos dos personas. En este sentido, el principio de 

autorresponsabilidad se configura precisamente a través de la adscripción de 

una esfera personal de autoorganización a su titular, de cuya administración 

y consecuencias este es y será el único responsable. Ello lleva naturalmente 

a proyectar este principio en dos componentes que se entrelazan para su 

conformación: la autonomía y la responsabilidad personal que se deriva de 

su ejercicio. A esta estructuración se ha de añadir un elemento 

caracterizador más. Al ser el titular de los bienes jurídicos el único 

responsable de su propia organización vital, ocupa una posición especial 

respecto a otros intervinientes en la actividad riesgosa o lesiva, pues solo a 

ella compete su administración y cuidado; y en tanto titular de dicha esfera 

jurídica deberá asumir preferentemente las consecuencias lesivas que 

emanen de esta. Esta relación especial, preferente respecto a los demás, que 
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tiene el titular con sus propios bienes -como el patrimonio, como sucede en 

el ámbito aquí abordado- opera particularmente en sucesos en los que 

también interviene un tercero (2011, págs. 69-70). 

 Asimismo, ha señalado que  

De este modo, si el suceso en su conjunto (la interacción económico-

comercial generada entre autor y victima) puede ser atribuido al ejercicio de 

la libertad (autoorganizativa) de la víctima, se podrá afirmar, a la vez, que 

dicho acontecimiento se encuadra en dicha esfera de responsabilidad 

preferente; vale decir, se reconduce a su propio ámbito de competencia.  

(2011, pág. 70) 

 Continuando con Medina: 

(…) se puede afirmar que, por definición, no se responde del 

comportamiento de otras personas y, por ende, cuando la víctima interviene 

junto con un tercero en una actividad generadora del riesgo, este último no 

debe responder dado que no puede ser hecho responsable por lo que otro (la 

victima) realizo; esto es, no se le puede imputar aquello que es competencia 

de quien no administro su ámbito de organización de forma cuidadosa  

(2011, pág. 71). 

2.2.3.3. Presupuestos generales para la configuración de un supuesto de 

competencia de la Victima 

Medina (2011, págs. 71-72) señala que: 

(…) se ha asentado la consideración de que cuando el titular de un derecho 

se embarca junto con otra(s) persona(s) es una actividad riesgosa que 

posteriormente termina lesionando algún bien jurídico de aquel, el evento en 
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su conjunto habrá de ser inexorablemente imputado a la esfera de 

competencia de la víctima en la medida en que: 

1) La actividad lesiva permanezca hasta el final en el marco de lo 

organizado conjuntamente entre autor y víctima. 

2) La victima reúna las condiciones necesarias para ser considerada una 

persona autorrresponsable. 

3) No medie entre los interactores un deber de garante específico. 

2.2.3.3.1. El carácter conjunto del suceso lesivo 

Medina ha sostenido que: 

En lo que atañe a este presupuesto, cabe precisar que en tanto instituto 

dogmático desarrollado en un marco sistemático objetivo -la imputación 

objetiva-, carecen de toda relevancia normativa, de cara a la definición de 

dicho carácter conjunto, las nudas representaciones e interpretaciones 

subjetivas nacidas en el fuero interno de los intervinientes, tanto del autor 

como de la víctima. Por el contrario, la determinación de si el suceso es 

verdaderamente conjunto o no discurre en un plano objetivo, ajeno a las 

representaciones mentales que cada interviniente puede tener respecto al 

significado de dicho suceso; salvo que tales datos subjetivos, introducidos 

en la actuación conjunta, determine -en el ámbito económico-negocial que 

el acto de disposición sea un simple “acto ciego” de la víctima, quien se 

desprendería así de su patrimonio como una suerte de instrumento del autor 

empleado para su beneficio propio. Ello sucedería, por ejemplo, en el caso 

de un sujeto que, sabiendo que una mujer ha contratado los servicios de una 

empresa de asesoría contable, se acerca a su domicilio premunido con una 



62 

 

identificación falsa alegando ser trabajador de dicha empresa y que por 

disposición de sus superiores venía a recabar un adelanto de pago, lo cual, 

convencida la mujer, en efecto hace. Sin duda, si bien para la victima resulta 

evidente que dicha actividad aparentemente “conjunta” ha sido manipulada 

por el autor de modo tal que ya no es ni siquiera posible hablar de una 

organización efectivamente común a ambas partes, sino por el contrario de 

una instrumentalización que proyecta un significado diverso para cada una 

de ellas (2011, pág. 72). 

En efecto, como señala Medina, “resulta de suma importancia en el marco 

de las relaciones comerciales y/o negociales, puesto que para la existencia de una 

inveracidad típica es indispensable constatar que esta ha tenido la entidad 

suficiente para colocar a la víctima en un estado tal que no le es posible conocer 

en términos reales el significado de la actividad que ha iniciado con el autor” 

(2011, pág. 73). 

2.2.3.3.2. La autorresponsabilidad de la victima 

Planas sostiene que: “(…) el instituto de la imputación al ámbito de competencia 

de la víctima se funda en el principio de autorresponsabilidad (…)” (2003, pág. 

161).  

En esa misma línea Medina refiere: (…) no será posible atribuirle a ella el 

suceso lesivo si es que no se puede afirmar materialmente su 

responsabilidad en tanto sujeto autónomo. Ello solo será posible en la 

medida en que la víctima pueda ser considerada normativamente 

responsable a partir de una doble valoración: por una parte que posea 

capacidad psíquico-constitucional para predicar su autonomía ante el 
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ordenamiento jurídico (verificación defecto constitucional); y por otra, que 

en el contexto de interacción no se produzcan desniveles de conocimientos 

entre autor y víctima que coloquen a esta última en una posición de 

inferioridad con entidad instrumentalizadora (verificación de defecto 

situacional) (2011, págs. 73-74). 

 Asimismo, Medina señala que:  

El ámbito de las estafas o defraudaciones constituye un claro ejemplo en 

que la víctima, manipulada por la inveracidad pergeñada por el agente, 

dispone de su patrimonio en un contexto de manifiesto error, esto es, 

instrumentalizada y carente de toda libertad. Ello, desde luego, la convierte 

en un simple medio, creado por el autor que sirve a sus propios intereses, lo 

que, desde la perspectiva del presupuesto analizado, supone la ausencia de 

una víctima autorresponsable (2011, pág. 76).  

 Del mismo modo Hrushka (2001, pág. 197), indica que: (…) la victima de la 

estafa contribuye “voluntariamente” (entiéndase, con una voluntad viciada) en el 

desplazamiento de su patrimonio, pero no actúa “voluntariamente” en términos de 

económicamente razonable. 

 En efecto como lo sostiene Pastor Muñoz, citado por:  

(…) no toda mentira tiene la virtualidad de anular la libertad y 

responsabilidad de la víctima, por lo que es necesario reafirmar que la 

víctima no deja de ser autorresponsable por el solo hecho de haber sido, por 

ejemplo, convencida de comprar un determinado objeto gracias a la 

habilidad de un persuasivo comerciante. Sin embargo, esta situación, que se 

predica respecto de víctimas normalmente constituidas, varia 
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significativamente en el caso de víctimas con poca capacidad intelectual, 

inimputables (menores de edad, enfermos mentales) o personas 

anormalmente socializadas, reunidas en el grupo de las denominadas 

“victimas estructuralmente débiles (2011, págs. 76-77). 

2.2.3.3.3. Inexistencia de un deber especifico de garante 

Cancio sostiene que:  

El ordenamiento jurídico puede imponer en determinados sectores ciertas 

reglas especiales conforme a las cuales el agente se encuentra unido a la 

víctima mediante un vínculo normativo concreto del cual se deriva una 

obligación de tutela o protección que el primero debe observar en el 

desarrollo de la actividad que emprende conjuntamente con la última. Tal 

vinculo, en lo que nos atañe, constituye una razón normativa que desplaza al 

principio de autorresponsabilidad así como sus consecuencias dogmáticas 

(2000, pág. 51).  

 En esa misma línea Medina, refiere que: 

(…) para que el suceso pueda ser atribuido al ámbito de responsabilidad de 

la víctima, el agente no ha de ostentar un deber especifico de protección o 

de garante respecto de aquella, como el que se presentaría en el caso de 

quien se obliga a prestar asesoría especializada para una inversión bursátil, o 

aquel otro en que el autor impide a la víctima el acceso a la información 

veraz de cotejo (esto es, la que le permita comprobar la veracidad de los 

datos brindados por el autor) a través de un documento falso, en virtud de lo 

cual surge el deber de neutralizar el peligro originado con dicha conducta 

antes de que se realice el acto de disposición patrimonial  (2011, pág. 78). 
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2.3. Definición de términos 

2.3.1. Delito de Estafa 

El delito de Estafa ataca el patrimonio en su universalidad; consiste, pues, en la 

disposición patrimonial realizada por la propia víctima, por haber sido inducida (o 

mantenida) a error por parte de la gente, quien se ha servido del engaño u otra 

actitud fraudulenta con tal fin; dicho error implica un conocimiento viciado de la 

realidad, por parte de la víctima, y la disposición patrimonial significa un 

perjuicio para ella y a su vez, un beneficio para el agente; el engaño de ser causa 

del error y, éste, a su vez de la disposición patrimonial. Es por ello, que, en 

doctrina, siguiendo a Gálvez y Delgado, se señala que el delito de estafa, “es un 

delito de auto-lesión, en tanto es la propia víctima quien entrega el bien o termina 

lesionando o perjudicando su patrimonio, obviamente influenciada por el error al 

que ha sido inducido por el agente del delito” 

2.3.2. El engaño 

Sobre el engaño, Medina señala que: 

Un acto de inveracidad configurado por el quebrantamiento de un deber de 

información proveniente de la posición económica del autor e impuesto a las 

partes de todo negocio jurídico en virtud del principio de buena fe 

contractual, consagrado en el art. 1362 del Código Civil: “Los contratos 

deben negociarse, celebrarse y ejecutarse según las reglas de la buena fe y 

común intención de las partes” (2011, pág. 92). 

2.3.3. El error 

Medina señala que el error es la “situación de déficit de información o de 

desorientación en que se coloca a la víctima” (2011, pág. 92). 
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2.3.4. Perjuicio 

Montan, señala que este “debe significar una merma del acervo patrimonial del 

sujeto pasivo, una lesión a sus activos, bienes o derechos, desde una comparación 

ex-ante, de tal manera que dicho perjuicio debe ser susceptible de ser cuantificado 

económicamente”.  

2.3.5. Elemento subjetivo del delito de Estafa 

El presente es un delito de comisión, por ende, el tipo subjetivo requiere 

necesariamente la concurrencia del dolo juntamente con sus elementos, el 

cognitivo y el volitivo; es decir, implica el tener conocimiento y voluntad de 

querer realizar la acción prohibida. 
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CAPÍTULO III 

RESULTADOS Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 

3.1. La Imputación a la víctima: idoneidad del engaño como una cuestión de 

imputación objetiva  

3.1.1. En el Derecho comparado 

Existe unanimidad a nivel mundial en la doctrina y en la jurisprudencia que para 

que el engaño sea relevante en el delito de estafa, esta debe tener la aptitud de 

suficiente, es decir que no toda mentira o información mendaz puede constituir 

engaño típico que sea amparado por el Derecho para la configuración del delito en 

mención. 

 Y ¿porque ha de ser así? Porque (…) si se aceptase como típico cualquier 

dato falso proporcionado por el autor se paralizarían los contactos sociales 

comerciales y se enfocaría el mercado con medidas de aseguramiento absolutas 

que supondrían un coste tan elevado que los agentes intervinientes preferirían 

renunciar a la intervención económica. Medina (2011, pág. 81). Del mismo modo 

Bertoni (2000, pág. 34 s.) hace con acertado énfasis el atentado que esto 

constituiría a la “libertad de comercio”. 

 De esta forma se ha asentado tanto que (…) esta idoneidad o suficiencia 

típicamente relevante no responde a la fuerza o proximidad causal del engaño con 

el resultado típico, sino que ha de distinguirse como un límite normativo que 

permita distinguir que actos son de incumbencia del disponente. De ahí que la 

estafa y las figuras delictivas deban ser estudiadas no bajo prismas causales sino 

normativas. Medina (2011, pág. 83). 
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 A continuación, se tomarán como referencia el tratamiento doctrinario, 

jurisprudencial y normativo del país europeo español y alemán respecto a la 

idoneidad del engaño en el delito de estafa. 

3.1.1.1. El caso español 

3.1.1.1.1. Resultados Doctrinarios  

Ha sido enfática la doctrina española en sostener que para la configuración del 

delito de estafa se exige un “engaño bastante” para producir el error en la víctima, 

afirmando categóricamente que no toda mentira constituye engaño típico que da 

lugar a la configuración del delito de estafa. 

 Así tenemos a los siguientes autores que respaldan su regulación jurídico - 

positivo que prescribe la exigencia del engaño bastante: 

 Bajo Fernández, Pérez Manzano y Suarez Gonzales (1993, pág. 274); así 

como Bustos (1986, pág. 227) coinciden excluyendo las inveracidades 

producto de la negligencia de la víctima o las no advertidas por ella”. 

 González Rus (2000, pág. 433); Muñoz Conde (1990, pág. 278); Pastor 

Muñoz (2003, pág. 456), explican “acertadamente la existencia de un 

ámbito de inveracidades permitidas y otro de inveracidades típicas” sobre 

el engaño típico que da lugar a la configuración del delito de estafa. 

 Pérez Manzano (2003, pág. 443), Silva Sánchez (1999, pág. 85): hacen 

una “alusión a las particularidades del modelo alemán de punición de la 

inveracidades” sobre el delito de estafa en cuanto al “engaño bastante”. 

 Tamaret Sumalla (1998, págs. 174 ss., 181 ss), Vives Antón (2004, pág. 

477 ss), distinguen toda una tipología de engaños típicos. 
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3.1.1.1.2. Resultados jurisprudenciales 

Se ha manifestado reiteradamente sobre el “engaño bastante”, siendo uno de los 

fallos más expresivos entre la abundante jurisprudencia española, la sentencia del 

Tribunal Español, STS de 11 de octubre de 1990 donde señala que: 

 “[D]icho engaño ha de ser “bastante”, es decir, suficiente y proporcional 

para la consecución de los fines propuestos, cualquiera que sea su modalidad en la 

multiforme y cambiante operatividad en que se manifieste, habiendo de tener 

adecuada entidad para que en la convivencia social actué como estímulo eficaz del 

traspaso patrimonial” 

 Asimismo, otras muchas resoluciones siguen la misma línea siendo estas: 

SSTS de 10 de febrero de 1987, 13 de junio de 1989, 20 de abril de 1990, 13 de 

enero de 1992, entre otras. 

3.1.1.1.3. Resultados Normativos 

El Artículo 248 del Código Penal Español vigente prescribe: 

 “Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño bastante 

para producir error en otro, induciéndolo a realizar un acto de disposición en 

perjuicio propio o ajeno”. 

 Inclusive con su ya derogado Código Penal (Art. 528°), que igualmente 

prescribía la exigencia de un “engaño bastante” para la configuración del delito de 

estafa. 

3.1.1.2. El caso alemán 

3.1.1.2.1. Resultados Doctrinarios 

En ese mismo sentido en Alemania Kindhauser (2002, pág. 29) señala sobre el 

engaño típico que da lugar a la configuración del delito de estafa, quien en su 
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propuesta concreta refiere “(…) solamente pueden ser pertinentes aquellas faltas a 

la verdad - explicitas o concluyentes- que pueden fundamentar una autoría 

mediata del que engaña (…)”. 

3.1.1.3. El caso peruano 

3.1.1.3.1. Resultados Doctrinarios 

Tenemos así a los siguientes autores peruanos que respaldan la idoneidad del 

engaño como una cuestión de imputación objetiva, entre ellos tenemos: 

 Bramont-Arias/García Cantizano (1998, pág. 349); Peña Cabrera (1993, 

págs. 161-163); Paredes Infanzón (2000, págs. 214-216); Peña Cabrera 

Freyre (2008, pág. 323 ss); Salinas Siccha (2006, págs. 273-276); y 

Medina (2011, pág. 80), han afirmado categóricamente que no toda 

mentira o información mendaz, pobre o insuficiente constituirá engaño 

típico que dé lugar a la configuración del delito de estafa. 

3.1.1.3.2. Resultados Jurisprudenciales 

La jurisprudencia nacional se ha manifestado en diversas oportunidades sobre la 

imposición de límites del engaño típico y sobre la idoneidad del engaño en el 

delito de estafa.  

 En el marco de la delimitación típica del engaño, los juzgados han seguido 

una línea esbozada por la jurisprudencia comparada, estableciendo que el engaño 

típico: 

 “Debe revestir características serias para hacer o inducir a error y 

consecuentemente el acto de disposición”. Ejecutoria Suprema de fecha 19 

de julio del 2001, Recurso de Nulidad N° 773-2001. 
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 Del mismo modo la Resolución de Vista de la Sala Penal de Apelaciones 

para procesos sumarios con reos libres de la Corte Superior de Justicia de 

Lima, de fecha 10 de julio de 1997, Exp N° 726-97, ha señalado que el 

engaño típico ha de tener “la aptitud suficiente para inducir a error al otro, 

siendo que lo decisivo en el engaño es dar de cualquier modo concluyente 

y determinado la apariencia de verdadero a un hecho falso” 

3.1.1.3.3. Resultados Doctrinarios 

En el contexto Nacional las figuras penales que contemplan conductas 

fraudulentas destinadas a obtener ilícitamente un beneficio patrimonial son las 

siguientes:  

 El delito de estafa del artículo 196 del Código Penal. - El cual reprime a 

“quien procura para sí o para otro un provecho ilícito en perjuicio de 

tercero, induciendo o manteniendo en error al agraviado mediante engaño, 

astucia, ardid a otra forma fraudulenta” 

 El de estelionato del art. 197 inciso 4 del Código Penal. - Una 

circunstancia de defraudación que se configura cuando: “Se vende o grava, 

como bienes libres, los que son litigiosos o están embargados o gravados y 

cuando se vende, grava o arrienda como propios los bienes ajenos” 

 El de obtención fraudulenta de crédito del artículo 247 del Código Penal. - 

Esta figura se dirige al “usuario de un instituto bancario, financiera u otra 

que opera con fondos del público que, proporcionando información o 

documentación falsa o mediante engaño, obtiene créditos directos o 

indirectos u otro tipo de financiación. 
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3.1.1.4. Legislación comparada en Latinoamérica 

1) Código Penal de La Argentina 

Artículo. 172.- Sera reprimido con prisión de un mes a seis años’, el que 

defraudare a otro con nombre supuesto, calidad simulada, falsos títulos, influencia 

mentida, abuso de confianza o aparentando bienes, crédito, comisión, empresa o 

negación o valiéndose de cualquier otro ardid o engaño. 

2) Código Penal de Bolivia 

Artículo 3359.- (Estafa) El que, induciendo en error por medio de artificios o 

engaños, sonsacare a otro dinero u otro beneficio o ventaja económica, incurrirá 

en privación de libertad de uno a cinco años y multa de sesenta a doscientos días. 

3) Código Penal de Colombia 

Articulo 3569.- (Estafa). El que induciendo o manteniendo a otro en error, por 

medio de artificios o engaños, obtenga provecho ilícito para si o para un tercero 

con perjuicio ajeno, incurrirá en prisión de uno a diez años y multa de un mil a 

quinientos mil pesos. 

 

3.2. La responsabilidad de la víctima en el Derecho comparado  

Impera cierto acuerdo doctrina en torno a la valoración de las condiciones 

particulares de la víctima de cara a la determinación de la idoneidad del engaño, y 

es que, en efecto, no todas las potenciales víctimas de un delito de estafa, por 

ejemplo, presentaran el mismo nivel de conocimientos respecto al objeto de la 

inveracidad como a la relación económica en si misma 
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 A continuación, se tomarán como referencia el tratamiento jurisprudencial 

del país europeo español respecto a la responsabilidad de la víctima en el delito de 

Estafa que le han dado.  

3.2.1. El caso español 

La jurisprudencia española ha sido también profusa en este concreto ámbito. 

Entre los numerosos casos resueltos y fallos emitidos a este respecto, tenemos los 

siguientes: 

 STS de 30 de octubre de 1992, ponente García Miguel. - Los acusados, a 

fin de obtener un préstamo dinerario, incluyeron en la relación de bienes 

presentada al Banco una finca cuya titularidad se atribuyeron 

indebidamente, pues en realidad habla sido vendida y por tanto ya no les 

pertenecía. Al respecto señalo el TS que no hay un hecho típico cuando “la 

defraudación más que un producto del engaño lo sea de un censurable 

abandono o de falta de haber empleado la corriente y usual diligencia”; 

agregando, quizás en la parte más trascendente a efectos del tema concreto 

aquí abordado, que el suceso carece de relevancia para el tipo de estafa si, 

aun cuando se advierta “la falta de verdad cometida en la declaración 

exigida a un cliente por un Banco como base para la concesión de un 

préstamo cuando los bienes ofrecidos en garantía o, más exactamente, 

declarados como de la propiedad del prestatario son inmuebles”, “el 

prestamista no haya adoptado la elemental medida de precaución de 

cerciorarse de si en realidad dichos bienes pertenecen a quien los incluye 

en la declaración prestada” 
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 STS de 13 de noviembre de 1990, ponente Martín Pallín.- En un caso 

similar, la procesada se valió de información falsa para gravar un 

inmueble, obteniendo así un crédito dinerario; en tomo a ello el TS afirmó: 

“la manifestación de la procesada sobre la situación de las fincas no tiene 

entidad suficiente para constituir el engaño configurador del delito de 

estafa, ya que tratándose de cargas o gravámenes que existían en el 

Registro de Propiedad, el querellante pudo y debió acudir a la Oficina 

correspondiente, amparándose en el artículo 221° de la Ley Hipotecaria 

que proclama que los Registros serán públicos para quienes tengan interés 

conocido en averiguar el estado de los bienes inmuebles, luego la 

manifestación falsa de la procesada carecía de relevancia y no pudo actuar 

sobre el ánimo del prestamista, por lo que al faltar este requisito esencial 

desaparece el delito de estafa...”. 

 STS de fecha 5 de mayo de 1998, ponente Bacigalupo Zapater. - La 

finalidad de la estafa (...) no es proteger a quienes toman decisiones 

financieras arriesgadas o sin el debido cuidado, cuando han sido 

informados de todos los elementos relevantes del negocio jurídico 

concluido. En mayor o menor medida, toda operación financiera lleva 

aparejado un riesgo de incumplimiento que, por sí mismo, no es suficiente 

para justificar la represión penal. En un caso en el que los adquirentes de 

obligaciones hipotecarias no toman los recaudos que son exigibles a un 

comerciante cuidadoso, es claro que no existe razón jurídica para la 

protección penal de la falta de cuidado del acreedor (...). 

Consecuentemente su error no proviene de la ignorancia en la que se les 
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había mantenido respecto del objeto de la hipoteca, sino de su inactividad 

para informarse sobre el valor del inmueble” 

3.2.2. La Responsabilidad de la víctima en el delito de Estafa desde la 

perspectiva jurisprudencial en el Perú  

Una aproximación de los tribunales jurisdiccionales se produjo en un caso en que 

una institución bancaria, en un periodo de dos años de operaciones realizadas con 

la empresa del acusado, otorgo sucesivos créditos a fin de regularizar el sobregiro 

producido en la cuenta corriente de este; en: 

  La Sentencia de la Corte superior de Lima de fecha 22 de junio de 1998, 

Expediente N° 1182-98, estableció: 

“(...) llama la atención que las operaciones se realizaron en el transcurso de 

casi dos años y que pese a que el aceptante (la empresa del imputado] no 

honro las obligaciones, se siguieron aprobando estas operaciones, un 

descuido del Banco que se vería acentuado por el hecho de que “al tener la 

entidad aceptante su cuenta corriente en dicha entidad bancaria, esta tenía 

conocimiento de su situación financiera”. 

 Medina (2011, pág. 129) ha señalado en el caso precedente que: Mas allá de 

que fueran otras las razones que motivaron la absolución del acusado, debe 

recalcarse la particular argumentación judicial sobre las medidas de diligencia que 

no observo el Banco en las operaciones desarrolladas con el imputado, a pesar de 

las posibilidades reales que tenia de hacerlo gracias a su especial posición en la 

relación económica (como se señala en el fallo, el Banco pudo en cualquier 

momento cerciorarse de la situación financiera de la empresa del inculpado y, sin 

embargo, continuo entregando sumas de dinero a favor de la misma). 
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 Ejecutoria Suprema de fecha 19 de julio del 2001, R.N N° 773-2001, 

señalo: 

“ (…) se debe determinar si el error ha sido consecuencia de alguna actitud 

negligente reprochable a la víctima, vale decir si entre el engaño y el error 

ha existido la relación de causalidad necesaria para el delito de estafa, de 

modo que el engaño haya sido una condición cuantitativamente 

dominante, y si el error procede de una actitud negligente o de censurable 

abandono o por motivos distintos al engaño, este no será relevante, 

negándose la relación de causalidad y, por tanto, el carácter idóneo y 

eficaz del engaño” 

 Medina concluye que: En síntesis toda esta breve revisión de la 

jurisprudencia nacional y española permite vislumbrar una notoria tensión entre la 

apreciación de un engaño como media eficaz y un reconocimiento del ámbito de 

responsabilidad de la víctima; situación jurisprudencial que, a decir de Pastor 

Muñoz, se viene inclinando a favor de es ultima perspectiva (…) (2011, págs. 

133-134). 

 

3.3. Presupuesto Generales para la configuración de un supuesto de 

competencia de la Victima 

Así Cancio (como se citó en Medina, 2011) señala que:  

Las modernas doctrinas que han profundizado con riguroso esfuerzo 

investigador en el terreno de la imputación objetiva, y concretamente en el 

instituto de la imputación a la víctima, han logrado establecer la presencia de 

ciertos criterios específicos que en suma permiten afirmar que el suceso 
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lesivo -y naturalmente sus consecuencias- le pertenece únicamente a la 

víctima. En tal sentido, se ha asentado la consideración de que cuando el 

titular de un derecho se embarca junto con otra(s) persona(s) en una actividad 

riesgosa que posteriormente termina lesionando algún bien jurídico de aquel, 

el evento en su conjunto habrá de ser inexorablemente imputado a la esfera de 

competencia de la víctima en la medida en que: 

a) la actividad lesiva permanezca hasta el final en el marco de lo 

organizado conjuntamente entre autor y victima; 

b) la victima reúna las condiciones necesarias para ser considerada una 

persona autorresponsable; y 

c) no medie entre los interactores un deber de garante específico. (págs. 

71-72) 
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CAPITULO IV 

DISCUSIÓN Y VALIDACIÓN DE HIPÓTESIS 

4.1.  Validación de hipótesis  

4.1.1. Primera hipótesis especifica 

Como se señaló anteriormente, el primer objetivo es eminentemente descriptivo, 

por lo que, a continuación, se procederá con establecer algunos aspectos 

relacionados al problema de investigación. Así, se desarrolla y analizará el 

tratamiento que la doctrina y la jurisprudencia asignó al proceso de evaluación del 

engaño en el delito de estafa.  

4.1.1.1. Problemática social 

4.1.1.1.1. La Normativización de la estructura típica de la estafa 

Debemos tener en cuenta que buena parte de la problemática de la estafa radica en 

lo que ha de entenderse por engaño y, por consiguiente, si este tiene la capacidad 

de originar un estado de error penalmente relevante. Así medina (Medina 

Frisancho, 2011, pág. 83) sostiene que: “El engaño - previsto en los tipos de 

forma expresa o no- constituye, pues, el componente medular de la estafa y de las 

otras formas de defraudación”. Del mismo modo (Donna & De La Fuente, 2001) 

refieren “(…) pues si no hay ardid o engaño, aunque exista error y disposición 

patrimonial perjudicial, nunca puede hablarse de estafa”. Por lo tanto, se necesita 

de conceptos puntuales a fin de contar con directrices normativos para la 

determinación del sentido jurídico penalmente relevante de la conducta del autor 

en la relación económica, principalmente el engaño y su consecuencia en la 

víctima, el error. 
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 Actualmente la postura doctrinaria dominante sobre la determinación del 

engaño penalmente relevante es la teoría ecléctica objetivo - subjetiva, que es un 

“(...) amalgama dogmática que aparecía como una predecible necesidad de 

complementar las posturas objetivas, por sí solas insuficientes, con las especificas 

características, capacidades y conocimientos del disponente” (Medina Frisancho, 

2011, pág. 86). Por un lado, la tesis objetiva señala que (...) el engaño debe 

medirse objetivamente antes de verificar si el autor produjo o no el error a la 

victima (Medina Frisancho, 2011, pág. 85). Por otro lado la tesis subjetiva que (...) 

se basa en el reconocimiento de una esfera de responsabilidad de la víctima en la 

interacción económica que terminaba lesionando su patrimonio, de modo que a 

esta, conforme a la situación concreta y sus particulares conocimientos, le resulta 

exigible cierto grado de diligencia frente a las afirmaciones del autor (2011, pág. 

85). En la doctrina extranjera han adoptado esta postura ecléctica (Caruso, 2001, 

pág. 109), (Donna & De La Fuente, 2001, pág. 92 ss), (Gonzales Rus, 2000, pág. 

433), (Pérez Manzano, 2003, pág. 444), (Tamarit Sumalla, 1998); en la doctrina 

Nacional es al parecer la postura unánime, (Bramont-Arias Torres & García 

Cantizano, 1998, pág. 349), (Paredes Infanzón, 2000, pág. 216), Peña (2017, pág. 

330), Salinas (2006, pág. 277).  

 Asimismo, debemos tener en cuenta también cuales son esos parámetros 

contraproducentes de la dogmática naturalista que aún subsisten en el delito de 

estafa y es que sus elementos típicos, el engaño y el error, según esta corriente es 

que despliegan sus efectos en un plano psicológico. (Medina Frisancho, 2011, 

pág. 88) Señala: (…) que son comprendidos como una suerte de fenómeno 

psíquico-naturalístico que, manipulando el fuero interno de la víctima, la motiva a 
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disponer de su patrimonio. Desde esa perspectiva, por una parte, el engaño sería el 

medio fraudulento utilizado por el autor para irrumpir en la psique del disponente, 

mientras que, por otra, el error no sería más que el resultado psíquico perseguido 

por el autor, esto es, un determinado estado psicológico de la víctima. A esta línea 

metodológica se apegan algunos autores tales como: (Bottke, 2002) quien 

entiende que el error es un “hecho psíquico” contrastado en la idea falsa de un 

hecho jurídicamente relevante, (Gonzales Rus, 2000, pág. 432) quien sostiene 

como una “representación mental que no responde a la realidad”; en el Perú es de 

igual pensamiento Peña (2008, pág. 347) concibiendo al error como un fenómeno 

psicológico. Esta visión naturalista no puede tener aceptación por parte de la 

doctrina, toda vez como señala acertadamente (Medina Frisancho, 2011, pág. 88) 

“(…) sólo nos introduce en un ámbito extrajurídico muchas veces inaccesible (la 

psique humana), sino que supone un desenfoque del problema, el cual necesita 

antes bien, de correctivos normativos”. Por tal razón debe adoptarse una 

perspectiva normativa o como refiere (Medina Frisancho, 2011, pág. 82) “(…) 

determinar que le incumbe al autor y que a la víctima; o lo que es lo mismo, 

establecer de modo objetivo que se espera normativamente de cada una de las 

partes que interactúan en la relación económica”, es decir que actos son de 

competencia del autor y cuáles son los actos de competencia de la víctima. 

4.1.1.1.2. La dogmática normativista aplicada al problema 

Concuerdo con (Cancio Meliá & Espinar, 2004), Caro (2006, pág. 242), García 

(2008, pág. 422), (Sanchez-Vera Gómez Trelles, 2004, pág. 52) y Medina (2011, 

pág. 89) al señalar que: (…) tratar de resolver la problemática de las diversas 

figuras de estafa y de sus principales componentes típicos considerándolos como 
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instrumentos de un proceso psicológico destinados a manipular mentalmente a la 

víctima no puede ser ya la imagen que actualmente han de proyectar hoy en día la 

estafa y defraudaciones patrimoniales [y] es que al Derecho en tanto ciencia 

jurídica, no le pueden interesar los fenómenos psíquicos ni mucho menos 

constatarlos en la mente del autor a fin de atribuirle responsabilidad penal. Del 

mismo modo Caro (como se citó en Medina, 2011), explica que:  

A partir de este entendimiento, no reviste interés jurídico-penal la 

representación per se cómo dato psíquico-naturalista, sino como un 

concepto estrictamente normativo, esto es, como aquello que la persona 

debía representarse en la interrelación social concreta de acuerdo a su 

ámbito personal de competencia (pág. 89).  

 Por ello me inclino a la postura doctrinaria de Pastor (como se citó en 

Medina, 2011) al considerar: “que ni el engaño es un simple medio causal dirigido 

a provocar un efecto psíquico (el error) ni su definición depende del estado 

psicológico del autor o de la víctima” (pág. 90). 

 Desde una perspectiva normativista, tanto el engaño como el error  

revisten otro contenido doctrinario y no son definidos como una representación 

mental por el cual el autor manipula el fuero interno de la víctima para que este 

disponga de su patrimonio. Por el contrario, como bien lo señala Jakobs (como se 

citó en Medina, 2011): “(…) Estos dejan se ser vistos como simples fenómenos 

psicológicos para ser definidos sobre una base normativa: la competencia. De este 

modo, solo aquella persona que se aparta de la posición de garante que 

jurídicamente lo vincula frente a otro, defrauda una expectativa social de conducta 

y, con ello, realiza el tipo penal (…) (pág. 91).  
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  Esta perspectiva es asumida también por la Jurisprudencia Española, y así 

lo contrasta en la Sentencia del Tribunal Supremo Español de fecha 9 de junio del 

2003, ponente Bacigalupo al sostener que: “En la actualidad, sin embargo, la 

doctrina y la jurisprudencia consideran que el error, como elemento del tipo penal 

del art. 248 CP (la estafa) no es sólo un fenómeno psicológico, sino que debe 

revestir también relevancia normativa”. Por tanto, comparto la postura de Pastor 

(2004, pág. 154) al señalar que: “tanto al autor como a la víctima les vienen 

establecidas esferas de competencia que habrán de administrar libre pero también 

racionalmente, sin esperar que su propio descuido o desidia sean asumidos por el 

otro”. 

 En efecto, según la doctrina actual y el cual comparto han establecido de 

forma mayoritaria que: “(…) autor de estafa no es quien manipula psíquicamente 

al disponente, sino quien infringe un deber jurídico de veracidad que lo obliga 

frente a la víctima, al margen de la interpretación o representaciones estrictamente 

subjetivas que se tengan del hecho (…) Medina (2011, págs. 91-92). Como señala 

Jakobs (1998, pág. 21) lo determinante será “la interpretación objetiva orientada 

con base en el rol”. Es decir: víctima no será quien en un momento dado de la 

interrelación tuvo una representación intelectual falsa, sino quien, habiéndose 

organizado de forma adecuada dispone de su patrimonio en un déficit de 

información imputable al autor. Medina (2011, pág. 92). En conclusión se puede 

afirmar en palabras de Jakobs (1998, pág. 35) que: “[d]el mismo modo que en el 

ámbito de responsabilidad del autor ha de partirse no de un suceso psíquico, sino 

de algo normativo, del quebrantamiento del rol, también en el lado de la víctima 
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lo decisivo está en determinar si la victima ha desempeñado el rol de víctima o, 

precisamente, el rol de alguien que configura la situación, es decir, de quien actúa 

a propio riesgo. 

4.1.1.1.3. Los alcances del Riesgo Permitido 

En el marco de la Teoría de la imputación objetiva el riesgo permitido es 

considerado como un instituto liberador de la responsabilidad penal y más aún en 

el caso del trato comercial, toda vez que le corresponde a la víctima averiguar las 

informaciones y funcionalidad del estado jurídico y económico de su patrimonio 

en el tráfico comercial. Como señala Jakobs (como se citó en Medina, 2011): 

(…) aun cuando la norma penal no defina de modo expreso los límites del 

engaño típico, es la propia configuración de la sociedad y la preservación de 

su identidad normativa la que ha de permitir delinear los contornos de lo 

(jurídico penalmente) admitido, pues es ese riesgo inherente a las relaciones 

económicas del mercado actual el que ha de ser inexorablemente tolerado 

coma un riesgo permitido si se quiere que dicho subsistema social funcione 

con normalidad (pág. 95).  

 De modo que (…) tal afirmación ha de mantenerse aun cuando la víctima 

sea quien desencadene con su propia conducta el curso lesivo; el comportamiento 

del autor, ajustado a los límites de lo permitido socialmente, simplemente no le es 

imputable objetivamente y por lo tanto ya no resulta necesario recurrir a la 

institución dogmática especifica de la imputación a la víctima. Cancio (2001, pág. 

368). En termino ejemplificativos tenemos la argumentación de (Hrushka, 2001, 

pág. 199) cuando: afirma que no se configura el delito de estafa en aquellos casos 

en los que el autor si bien genera el “error relevante de la víctima” que incluso 
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aquel aprovecha para su fines, no lo hace valiéndose de engaño (típicamente 

idóneo) sino de otros medios (entre los que sin duda se hallarían supuestos de 

riesgo permitido como la habilidad en los negocios); ni tampoco en los casos en 

que “el autor aprovecha un error que existe con independencia de él”. Por lo tanto 

concuerdo con la postura asumida por Cancio (2001, pág. 368) al sostener que: La 

imputación a la víctima, en tanto instituto dogmático especifico excluyente de la 

tipicidad, solamente hallará cabida en la medida en que no encuentre aplicación 

un criterio normativo genérico, esto es, concretamente, en aquellos supuestos de 

extralimitación de los niveles de permisión jurídico-social. 

4.1.1.1.4. La imputación a la víctima como instituto particularmente 

especifico 

Debemos tener en cuenta que el instituto de la imputación al ámbito de 

competencia de la víctima se funda en el principio de autorresponsabilidad por lo 

que habrá casos en que el comportamiento de la propia víctima, quien no ha 

administrado su ámbito de organización de manera cuidadosa, acarreara la 

atribución del hecho a su ámbito de responsabilidad, lo que impedirá en esos 

casos la imputación objetiva del mismo al autor respecto del hecho lesivo, dada la 

intervención de la propia víctima.  

 Medina señala que:  

(…) lo que importa respecto a los delitos de disposición patrimonial 

realizada bajo engaño, que la víctima no haya tornado las medidas mínimas 

de aseguramiento de su patrimonio en una relación económica o comercial 

establecida por ella con el autor en ejercicio de su libertad. Es decir: (…) la 

falsedad o forma fraudulenta empleada por el autor no puede constituir 
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cualquier forma de engaño, sino que por el contrario debe hallarse regida 

por baremos de idoneidad, suficiencia y aptitud para provocar el déficit 

cognitivo de la víctima y, con ello, el desprendimiento patrimonial que esta 

finalmente lleva a cabo, de modo tal que el perjuicio irrogado ha de 

obedecer únicamente a razones imputables al autor y no a la propia víctima 

(2011, pág. 98). 

 Medina más adelante, señala que: 

Consiguiente, el acto de disposición patrimonial realizada por la víctima 

debe responder a la falsedad perpetrada por el autor y no a motivos extraños 

a la relación entablada por las partes, siendo estos motivos ajenos: la falta de 

previsión, negligencia y exceso de confianza por parte de la víctima  (2011, 

pág. 99). 

 En síntesis, para señalar como típico el engaño utilizado por el autor para 

conseguir de la víctima una disposición patrimonial, es importante que el perjuicio 

ocasionado por la relación comercial sea el resultado de un riesgo jurídico 

penalmente prohibido por la conducta del autor y no por el descuido de la propia 

víctima inobservando medidas de autoprotección, en cuyo caso se imputara a su 

ámbito de responsabilidad. En consecuencia concuerdo con lo expuesto por 

Medina (2011, pág. 105), al señalar que en los delitos de estafa: (…) no podrá 

fundamentarse una eventual sanción penal cuando la inveracidad pudo haber sido 

descubierta sin especiales o insuperables dificultades por la víctima, puesto que no 

es jurídicamente posible en este particular terreno equiparar un estado de simple 

duda con uno de error, que es el que importa a efectos jurídico-penales; una 
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situación de duda que, en la línea de lo expuesto, la victima puede despejar 

realizando mínimos esfuerzos de autoprotección. 

4.1.2. Segunda hipótesis especifica 

La segunda hipótesis se formuló señalando que: El fundamento jurídico penal que 

pueden justificar la responsabilidad de la víctima como elemento de la imputación 

objetiva desde el ámbito del normativismo en el Delito de Estafa en el Perú, se 

constituiría por la objetivización previa de un proceso de análisis del hecho 

presuntamente delictivo en el que se verifiquen los siguientes elementos: 

a) inexistencia de actos de control de la víctima;  

b) idoneidad y suficiencia del engaño. 

 Se ha propuesto un proceso de evaluación del engaño y las acciones que la 

víctima realiza en defensa de su interés con una verificación mínima del engaño, 

debido a que, si bien la doctrina y la jurisprudencia (sobre todo la doctrina) 

establecen algunos criterios de evaluación, su adopción o no en un caso concreto, 

está sujeta solo al criterio del Fiscal o el Juez. Por lo que, su adopción o no solo 

será cuestionable expost a la emisión de pronunciamiento. Lo cual, puede generar 

desprotección en la víctima de un delito de estafa, debido a que, en los términos 

con los que se ha propuesto el análisis de la participación de la víctima en el delito 

de engaño, posee mucha carga subjetiva.  

 En efecto, se deja mucho espacio de subjetividad de los hechos concretos. 

Lo cual puede traer ciertas consecuencias negativas en el análisis de los hechos 

concretos. Pues, puede ser que determinados casos el operador jurídico exija 

demasiado en el ámbito de protección de la víctima y, en otros, donde no. O, en el 
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mismo sentido, casos en los que exija demasiado al engaño, y en otros, donde no. 

Es decir, hay mucho margen de interpretación.  

 

 Por ejemplo, se han visto casos relacionaos a los delitos de estafa piramidal 

en donde un mismo hecho, denunciado por diferentes víctimas en diferentes 

procesos, puede llegar a tener finales diferentes. En un caso, la denuncia podría 

llegar a archivarse y en otro a formalizarse la investigación preparatoria, o incluso 

sustentar una acusación, y en ambos partiendo desde los mismos criterios que la 

doctrina ha desarrollado. Todo dependería, como ya señalamos, del aspecto 

subjetivo del operador jurídico. 

  Para algunos las ofertas para acceder a esas empresas que ofrecen ganancias 

ilimitadas por una reducida inversión pueden parecerles no más que un burdo 

engaño que, con la más mínima verificación uno podría evitarse caer como 

víctima. Sin embargo, año tras año, se ha visto como se dan casos en los que 

siempre hay nuevas víctimas. Casos en los que las víctimas ni siquiera son 

personas con algún nivel de educación técnica o superior; o vamos a encontrar 

personas con estudios superiores, formación técnica, además, claro de personas en 

situación, para estos casos, vulnerables, como adultos mayores. 

 En el Perú, podríamos mencionar, por citar ejemplos, casos muy sonados 

como la oferta de acceder a ser socio de una empresa televisiva; empresas de 

ventas de productos y referencia a nuevos socios (empresas piramidales). 

 Es por ello, que es necesario objetivar un procedimiento que asegure que la 

evaluación, tanto del engaño y de la defensa de la víctima, sea realizado con el 
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mejor grado de subjetividad, para no vulnerar con ello principios elementales del 

debido proceso.  

 Los elementos que hemos considerado con tal fin, son: 

  

a) Inexistencia de actos de control de la víctima;  

Aquí, deberá de constatare que la víctima no ha tenido una actitud pasiva frente al 

engaño que ante él se pone. Que mínimamente haya realizado algún acto 

destinado a la búsqueda de información o un mínimo de razonamiento frente a él. 

Es decir, se debe buscar que la víctima haya realizado actos de control. Así, no 

sería pasible de protección quien no realiza tales actos, porque se evidenciará su 

responsabilidad, claro, siempre y cuando, aquí el engaño sea un engaño burdo.  

b) Idoneidad y suficiencia del engaño. 

Por otro lado, aquí se propone una evaluación de la naturaleza y fuerza del 

engaño. Se busca establecer si el engaño posee entidad suficiente como para 

burlar los actos de control de las víctimas. 

 Si el operador jurídico, realiza, mínimamente, una verificación de ambos 

elementos, fundamentando debidamente su decisión al respecto, se podría dejar 

cualquier carga subjetiva de la evaluación tipicidad que se realiza en los delitos de 

Estafa.  
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CONCLUSIONES 

 

1. La perspectiva naturalista en el delito de estafa resulta insuficiente y trae 

consigo diversos problemas no solo probatorios, sino, de consistencia 

dogmática, ya que concibe al engaño como un fenómeno psicológico 

organizado por el autor que tiene como finalidad motivar y manipular de 

acuerdo a sus intereses el ánimo de la víctima. Resulta incongruente señalar 

respecto al ámbito de responsabilidad de la víctima si la información 

proporcionada por el autor fue decisiva en la toma de decisiones de la víctima o 

si estos tuvieron la intención de influir en la psique del sujeto pasivo en la 

disposición patrimonial perjudicial, sino antes bien establecer que le 

corresponde normativamente a cada sujeto en la relación negocial. 

2. Si bien la doctrina ha desarrollo un criterio de análisis de los delitos de estafa, 

su aplicación no es obligatoria, lo que hace que los fundamentos puedan usarse 

solo para determinados casos a elección del operador jurídico. Lo que, a su vez, 

asigna el riesgo de una actuación subjetiva. 

3. La implementación del esquema propuesto, obligaría a que el operador jurídico 

se pronuncie siempre con relación a los actos de control que realiza la víctima 

en un delito de estafa y la entidad del engaño desplegado por el agente. Esto 

aseguraría que la decisión del operador jurídico se emita con objetividad.  
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RECOMENDACIONES 

1. Se recomienda establecer como un criterio de evaluación al esquema 

propuesto. De modo que, en todos los casos de delitos de estafa, el operador 

jurídico se ve obligado a pronunciarse siempre con relación a los actos de 

control que realiza la víctima en un delito de estafa y la entidad del engaño 

desplegado por el agente. 

La implementación de esta estructura eliminaría cualquier vicio de subjetividad 

en la decisión del operador jurídico, asegurando con ello, la correcta 

implementación del poder punitivo.  
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